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I. INTRODUCCION

Constante aspiracién de todos los reformadores y de todos los adminis-
tradores ha sido siempre la de alcanzar la mayor coordinacién de las
diferentes actuaciones piiblicas que persiguen un mismo resultado. El
logro de tal objetivo se torna especialmente dificil cuando —como en el
caso espafiol— nos encontramos ante un sistema complejo, con varios
centros auténomos de iniciativa politico-administrativa desplegando
acciones dirigidas al mismo fin. Consolidado un alto nivel de autono-
mia politica para las diversas Administraciones que integran nuestro
Estado, se hace mas necesario que nunca contar con mecanismos que
favorezcan la convergencia y la unidad. A este empefio responde el pre-
sente trabajo, que trata de estudiar la coordinacién de la actividad de
las diferentes Administraciones Puablicas !.

1 «..donde esta el nervio de hierro verdadero de la actuacién de las partes del Estado
compuesto suele ser siempre en la Administracién, pues es ahi donde la superioridad del
sistema descentralizado puede manifestarse facilmente. Es en este terreno, sobre todo,
donde nuestro sistema autonémico tiene también que ganar su partida...» E. GARCIA DE
ENTERRIA, prélogo a A. Jiménez Blanco, «Las relaciones de funcionamiento entre el po-
der central y los entes territoriales», Madrid 1985, pag. 20.
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Ya en los Acuerdos Autonémicos de 1981, las fuerzas politicas parla-
mentarias que los suscribieron reflejaban la conveniencia de regular le-
galmente un sistema para la coordinacién de las funciones propias de
las Diputaciones Provinciales por parte de las Comunidades Auténo-
mas, asi como la armonizacién de la actividad de éstas con la del Esta-
do. Con escasas modificaciones, su contenido seria asumido por la LO-
APA y en parte conservado por el Tribunal Constitucional 2. Estamos
todavia, sin embargo, ante un sistema muy limitado y ain poco perfec-
cionado, que para las Diputaciones acudia a una fé6rmula de neotutela,
que no se referia a la coordinacién de las demas Corporaciones locales,
y que para lo relativo a las relaciones Estado-Comunidades Auténomas
practicamente se limitaba a proponer como técnica coordinadora la de
las Conferencias Sectoriales (asi como las férmulas de relacién y coor-
dinacién que ambas partes libremente convinieran a través de los De-
cretos de Transferencias: art.19 LPA).

La sentencia del Tribunal Constitucional relativa a la LOAPA reconoce
la necesidad (y constitucionalidad) de «la creacién de instrumentos
que permitan articular la actuacién de las diferentes Administraciones
Piblicas» 3; sin embargo, a partir de entonces el principio de coordi-
nacién cae en esa zona maldita de las cuestiones altamente polémicas
en la relacién Estado-Comunidades Auténomas, y tal vez por ello du-
rante mucho tiempo no se ha abordado su aplicacion efectiva a través
de un sistema integrado que concitara el acuerdo de todos. Unicamen-
te se abordaria la cuestion en lo relativo a las Corporaciones Locales,
a lo largo del proceso de preparacién y elaboracion de la nueva ley de
Régimen Local, cuyo resultado final es bien conocido de todos y aqui

2 La coordinacién de las Diputaciones se realizaria por Ley de la Asamblea Autonémica
aprobada por mayoria absoluta, y en la cual se establecerian las f6rmulas generales de
coordinacién y la lista de funciones provinciales coordinables (Acuerdos Autonémicos,
1981, I, 5.1); se proponia, pues, establecer un sistema de coordinacién forzosa, dudosa-
mente compatible con la autonomja provincial constitucionalmente amparada. El poste-
rior proyecto de LOAPA no incorporaria este supuesto, que tampoco aparece a lo largo
de su elaboracién parlamentaria, ni en el texto finalmente aprobado. En cuanto a la co-
ordinacién entre Comunidades Auténomas y Estado, el anteproyecto de LOAPA incorpo-
rado a los referidos Acuerdos regula ya la figura de las Conferencias Sectoriales, para
«asegurar la imprescindible coordinacién»; el articulo en cuestién (el 9 del Anteproyecto)
fue finalmente mantenido en el texto de la LOAPA, si bien suscité recelos y reticencias a
lo largo del debate parlamentario de la parte de algin grupo nacionalista (Congreso de
los Diputados, sesidén plenaria del dia 23 de junio de 1982, Diario de Sesiones n.” 252,
pag. 14.666).

3 STC de 5 de agosto de 1983, FJ 13. En este mismo FJ se considera por ello ajustado a la
Constitucién el establecimiento de Conferencias Sectoriales, cuyos acuerdos serdn en

principio no obligatorios para las partes, salvo cuando se trate de materias en las que la
Constitucién atribuye al Estado la facultad de coordinar.
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estudiaremos en particular. Tal vez sea ahora cuando por fin se est4 a
punto de entrar en una nueva fase, caracterizada por el disefio y aplica-
cién concordados de sistemas integrados de coordinacién, basados en -
una comun cultura de la cooperacién entre Administraciones 4.

A lo largo de todo este periodo la doctrina se ocupé de la coordina-
cién, aportando materiales muy interesantes para la elaboracién de
una teoria general de la misma a partir de nuestra Constitucién, de los
Estatutos de Autonomia y de la legislacién de desarrollo 5. A través de

4 En los primeros borradores de LRL las técnicas de coordinacién de Diputaciones, y de
otras Corporaciones ademas cuando hubiere fallado la fase cooperativa (art. 55), eran
mucho més duras para la autonomia local que las que finalmente recogié6 el Proyecto de
Ley; fue la intervencién del Grupo Parlamentario Socialista, dentro de la habitual fase de
propuestas de modificacién previas, la que proporciond los textos finalmente incorpora-
dos, para hacer compatible la coordinacién forzosa con la autonomia local mediante la
técnica ya regulada en el vigente articulo 59 LRL. A este episodio seguramente se refiere
L. PAREJO ALFONSO cuando afirma, en «Relaciones interadministrativas y régimen lo-
cal», REDA 40/41, que «existe (en el proyecto de Ley) un cierto desfallecimiento del siste-
ma respecto de sus propuestas de partida, que trae causa de las razones ya expuestas més
atras, reconducibles al mundo de las opciones politicas» (pag. 222). La nueva Ley de Ré-
gimen Juridico de las Administraciones Publicas y del Procedimiento Administrativo Co-
mun (Ley 30/1992, de 26 de noviembre), recoge el principio de la coordinacién de com-
petencias; contempla la coordinacién intersubjetiva (entre érganos de diferentes
Administraciones) y la intrasubjetiva (entre los 6rganos de la misma Administracién). En
todo caso, se asegura en tal articulo el respeto a la competencia de cada uno de los coor-
dinados, y de su texto se desprende que la coordinacién es un deber de los agentes admi-
nistrativos pero que no puede imponerse desde fuera.

5 M. PALLARES MORENO, «La coordinacién de la Administracién periférica en Espa-
fa», Madrid 1969 (estudia especialmente la CPST); E. LINDE PANIAGUA, «La coordina-
ci6n de las Administraciones publicas en la Constitucién de 1978», Madrid 1981 (especial
referencia a la funcién coordinadora de los Delegados del Gobierno); J.M. CASTELL AR-
TECHE, «El 4mbito relacional de las Corporaciones locales», Rev, Vasca de Adm. publi-
ca, 1/81, pags. 35 s.s.; M. ALVAREZ RICO, «El principio de coordinacién en el Estado de
las Autonomias», Doc. Adm., 1982, n.° 196, p4gs. 5 s.s.; S. MUNOZ MACHADO, «Derecho
publico de las Comunidades Auténomas», Madrid 1982, t.I, pags. 218 s.s.; V.M. ESCUIN
PALOP, «Anilisis de las soluciones italianas a los problemas del regionalismo cooperati-
vo», Doc. Adm., abril-junio 1983, pags. 29 s.s.; J.M. BOQUERA OLIVER, «Comunidades
auténomas y Administraciones locales», REVL, n.° 219, 1983, pag. 424; L. PAREJO AL-
FONSO, «Estado social y Administracién ptblica»s, Madrid 19883; P. SANTOLAYA MA-
CHETTI, «Descentralizacién y cooperacién», Madrid 1984, pags. 33 s.s. y 289 s.s.; A. JI-
MENEZ BLANCO, «Las relaciones de funcionamiento entre el poder central y los entes
territoriales», Madrid 1985, p4ags. 255 a 322; R. MARTIN MATEO, «Manual de Derecho
autonémico», 2* edic., Madrid 1986, pags. 284 a 289; L PAREJO ALFONSO, «La autono-
mia local», REALA, n.° 229, 1986; Jurisprudencia Comentada («coordinacién», Sent. 3-6-
86), RAP 113, pag. 258; LOPEZ RAMON, «Planificacién territorial», RAP 114, 1987, pags.
127 s.s.; ORTEGA ALVAREZ, «Principios constitucionales sobre régimen local», RAP
117. 1988, pags. 1722 176 y 187 a 189; E. ARGULLOL, «La coordinacién entre las Comu-
nidades Aut6nomas y las entidades locales», Comunidades Auténomas y gobiernos loca-
les, Barcelona 1987, pags. 163 a 179; vid. en esta misma obra colectiva que se acaba de
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las lineas que siguen queremos aportar nuestra contribucién a un tema
tan crucial en el funcionamiento del Estado de las Autonomias.

II. COORDINACION Y AUTONOMIA

El modelo que la Constitucién y los Estatutos establecen responde
claramente al principio de la autonomia de las partes o componentes
del sistema estatal, reconociendo como es bien sabido 4mbitos dife-
renciados de ejercicio de poder politico-administrativo en los niveles
nacional, autonémico y local. Unos sistemas de distribucién de com-
petencias, determinados y concretados en sucesivos momentos, for-
malizan juridicamente el alcance y limites de aquel poder y legitiman
a las distintas Administraciones para su ejercicio. Pero con la misma
claridad y contundencia con que se formula en nuestros textos politi-
cos fundamentales el principio de autonomia, se explicita y proclama
el de unidad. Los agentes publicos auténomos forman un conjunto
dotado de identidad y personalidad politica propia, y con vocacién de
responder globalmente —sin detrimento de su pluralismo interno— a
las demandas de la comunidad nacional. La Constitucién de 1978 ha
puesto en pie una original férmula institucional que combina equili-
brada y arménicamente dos principios, aparentemente antagénicos,
los de autonomia y unidad; y para alcanzar esta delicada conjuncién,
el propio texto constitucional y todo el sistema juridico-publico que
lo desarrolla, establecen un complejo y rico esquema de relaciones in-
teradministrativas, que constituye sin duda una de las claves de su
funcionamiento.

Pocas referencias constitucionales y estatutarias se dedican a la coordi-
nacién entre la Administraciéon del Estado y las de las Comunidades
Auténomas. En cuanto a las relaciones interadministrativas en que la
Administracién local es parte, la Constitucién se limita a reconocer in-
directamente la existencia de unas relaciones Administracién del Esta-
do-Corporaciones locales en las que aquélla ostentaria ciertas funcio-
nes respecto de éstas, al tiempo que autoriza las transferencias de tales
funciones a las Comunidades Auténomas a través de la legislacion esta-
tal de Régimen local (art. 148 CE).

citar, articulos sobre coordinacién interadministrativa de R. MIRO, F. PURAS, J. DOME-
NECH, C. CALLEJA, L.F. VELASCO, EX. ESTEVEZ, A. CHOY, E. MORRAS, L. AMAR-
GOS, y M. FDEZ. CORONADO. Vid. también de doctrina extranjera, M. PALOTTINO,
«Strumenti giuridici di concertazione amministrativa: 'accordo di programma», Riv.
Amm. 134, dic. 1983, pags. 847 ss.; G. ROLLA, «L’attivita di indirizzo e coordinamento
ed i suoi limiti», Le Regioni, XI/6, 1983, p. 1190 ss.; F. PIGA, «L’attivita di ccordinamen-
to», Il Foro Amm. LXIII, 1987, pags. 1302 ss.
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Los Estatutos de Autonomia son mas explicitos que la Constitucién en
la regulacién del tema, pero casi exclusivamente se limitan a establecer
facultades comunitarias de coordinacién sobre las Corporaciones loca-
les de su territorio y particularmente sobre las Diputaciones, todo ello
en el marco de la legislacion estatal de Régimen local.

El Tribunal Constitucional, por su parte, ha iniciado una interesante li-
nea de tratamiento jurisprudencial de la cuestién de las relaciones en-
tre las diversas partes o componentes del Estado, tendentes a la conse-
cucién del principio de unidad:

— Asi, la Sentencia del Tribunal Constitucional de 4 de mayo de
1982 reconoce la existencia de «un deber de colaboracién dima-
nante del general deber de auxilio reciproco entre unidades esta-
tales y autonémicas..., (deber que) se encuentra implicito en la
propia esencia de la forma de organizacién territorial del Estado».

— Esta colaboracién resulta deseable también en relacién con
las autoridades municipales (STC. 8 de junio de 1982).

— Y en idéntica linea se mantienen las Sentencias de 4 de no-
viembre de 1982, 28 de abril de 1983 y la de 5 de agosto de
1983 (LOAPA).

En resumen, del analisis del conjunto del bloque de constitucionalidad
en relacidn con esta materia se deduce que estas relaciones en las que
la Administracién local esta llamada a participar son elementos deter-
minantes del modelo de organizacién territorial del Estado, que deben
tender —con respeto de la autonomia de cada parte— a la consecucién
del principio de unidad, y que su regulacién basica se encomienda a la
legislacién estatal de régimen local. Como mas adelante veremos, otra
linea jurisprudencial reconoce la posibilidad —ademas— de coordina-
ci6én por la del Estado de la Administracién de las Comunidades Auté6-
nomas, en aquellos supuestos previstos por la Carta fundamental.

Finalmente, antes de pasar al estudio de las relaciones interadministra-
tivas en nuestro Derecho, conviene un breve repaso del tratamiento de
la materia en dos de los ordenamientos juridicos extranjeros mas pro-
ximos: Italia y la Republica Federal de Alemania.

En la Ley italiana nimero 142, de 8 de junio de 1990, que establece el
nuevo ordenamiento de las autonomias locales, se dedica un nimero im-
portante de articulos a la regulacién de las relaciones interadministrati-
vas. El sistema, muy similar al de nuestra Ley de Régimen Local, respon-
de al principio de la libre cooperacién y se basa en planes sectoriales a
diferentes niveles. Se facilita la coordinacion entre tales niveles (regional,

735

REAL-1992, nim. 255-256. FAJARDO SPINOLA, LUIS. LA COORDINACION DE LAS ADMINISTR...



REAL-1992, nim. 255-256. FAJARDO SPINOLA, LUIS. LA COORDINACION DE LAS ADMINISTR...

REALA 255-256 (JULIO-DICIEMBRE, 1992)

provincial y municipal) a través de una técnica programatoria en la que
la provincia desempefia un especial papel mediador, y donde el plan de
desarrollo regional establece principios y objetivos generales (art. 3) a los
cuales debera adecuarse tanto el Plan territorial de coordinacién como
los programas plurianuales (ambos provinciales: art. 15). Entre los ins-
trumentos al servicio de la cooperacién deben distinguirse los estableci-
dos para desarrollar de modo coordinado funciones y servicios determi-
nados («convenzioni»: art. 24), de aquéllos de caracter transitorio
convenidos para hacer frente a la ejecucién en comin de una concreta
obra o intervencién publicas (acuerdos de programa: art. 27).

En un Estado federal como el aleman el sistema de relaciones interadmi-
nistrativas se encuentra muy desarrollado, a partir de una rica experien-
cia de funcionamiento, que incluso propicié6 nada menos que toda una
reforma constitucional. El sistema, sin embargo, se encuentra principal-
mente elaborado para el tratamiento de las relaciones entre el Bund y los
Linder, si bien su filosofia general también se proyecta sobre el esquema
relacional de éstos con los Municipios. El modelo de federalismo coope-
rativo aleman incluye muchas técnicas y modalidades no formalizadas;
pero aparte de ellas, la Constitucién federal expresamente desarrolla tres
sistemas principales de cooperacién: el de las tareas comunes obligato-
rias, el de las tareas comunes facultativas y el de las ayudas financieras a
la inversién. Declaradas comunes determinadas tareas por Ley federal,
los Lander formulan propuestas para la elaboracién del Plan-Marco don-
de se van a contener las actuaciones coordinadas; el Plan Marco seria
elaborado por una comisién mixta Gobierno Federal-Gobierno de los Es-
tados, donde un complicado sisterma de mayoria asegura un amplio apo-
yo politico para la inclusién de concretos proyectos; los respectivos eje-
cutivos quedan obligatoriamente vinculados a consignar en sus
presupuestos las cantidades para financiar tales proyectos y ejecutarlos
luego. En el sistema de tareas comunes facultativas no se impone la coo-
peracién como en el anterior, sino que se fomenta y facilita por diversos .
medios, principalmente de orden financiero. Mediante el sistema de ayu-
das federales a la inversién, finalmente, se consigue vincular la actividad
de los Lander a ciertas areas o sectores de especial interés para el Bund,
si bien no puede éste llegar a condicionar la inclusién de concretos pro-
yectos en los programas regionales de inversién publica.

III. COORDINACION DE LAS CORPORACIONES LOCALES CON
OTRAS ADMINISTRACIONES
1. Relaciones interadministrativas

El sistema de relaciones interadministrativas que disefia la Ley de Ré-
gimen local espafiola se inscribe en la linea de autonomismo
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cooperativo que hemos visto recogida en nuestro propio ordenamiento
constitucional, y que encontramos también en las experiencias mas
préximas del Derecho comparado.

Para hacer real el mandato constitucional —art. 103— de una actua-
cion eficaz y coordinada 6, las Administraciones del Estado y de las Co-
munidades Auténomas, por un lado, y las Administraciones locales por
el otro, deberan ajustar sus reciprocas relaciones a una serie de pautas
o reglas legalmente definidas (art. 55 LRBRL).

A. Deben ajustar su actuacién al reconocimiento y respeto de las com-
petencias de las demas Administraciones (art. 55 a) LRBRL); el Estado
y las Comunidades Auténomas vendran obligados a autolimitar el ejer-
cicio de su propia competencia en atencién a la existencia de unas com-
petencias legalmente definidas, y las entidades locales adoptardn a su
vez idéntica actitud en consideracion de las facultades y poderes estata-
les 0 comunitarios. Nuestro sistema relacional, pues, se basa en el es-
quema —previo— del reparto de competencias a cada nivel de Gobierno
(nacional, regional y local), reparto de competencias propias a cada Ad-
ministracién que dota de contenido a su respectiva autonomia. Las rela-
ciones a las que la Ley de Régimen local se refiere son, pues, relaciones
entre entes auténomos, entre sujetos dotados de iniciativa para la for-
mulacién de sus propias politicas y para la defensa de los intereses que
les atafien; de ahi precisamente que nunca puedan llegar a establecerse
relaciones de subordinacién entre ellos, de ahi también que incluso en
los supuestos extremos de coordinacién forzosa nunca pueda llegarse a
la usurpacién de la competencia, al vaciamiento del poder legalmente
asignado. Y es por eso, justamente, por lo que el articulo 10.3 LRBRL
palmariamente proclama que «las funciones de coordinacién no afecta-
ran en ningun caso a la autonomia de las entidades locales».

Este respeto por el ambito de poder de los demas no se limita al reco-
nocimiento de la competencia ajena formalmente adjudicada; sino que
también se debe extender a la consideracion de los intereses en juego
en cada caso, cuando la gestién de los mismos viene encomendada a
otras Administraciones.

Nos encontramos aqui ante la proclamacién de un principio de lealtad
mutua en el ejercicio de las propias competencias.

6 Para ALVAREZ RICO, op. cit., pag 22, «la aplicaci6n de los principios de organizacién
contenidos en el articulo 103.1 a todas las Administraciones ptblicas s6lo puede defender-
se de forma indirecta»; sin embargo, en base al 149.1.18, corresponde al Estado la fijacién
—dentro del procedimiento administrativo comin— «de una serie de principios comunes
a todas las organizaciones publicas, entre las que figura a no dudarlo el principio de coor-
dinacién..., como principio rector de las relaciones intersubjetivas...» (pag. 23).
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B. Junto a estas limitaciones en el ejercicio de la propia competencia,
principalmente dirigidas a evitar la colisién y el enfrentamiento, el sis-
tema de relaciones que comentamos impone —ademas— algunos debe-
res positivos a las partes de esa relacién, deberes todos ellos que pre-
tenden promover y alcanzar una accién convergente de todos los
poderes publicos, una tendencia a la afirmacién del principio de uni-
dad estatal al que antes nos referiamos. Estos deberes positivos, formu-
lados por la Ley de Régimen local, son los siguientes:

a) Facilitar informacién sobre la propia gestién a las demas Ad-
ministraciones publicas. No hay aqui una obligacién de «pa-
sarlo todo», lo que supondria una inuatil complicacién buro-
cratica, sino sélo aquéllo que resulte relevante para la
realizacién de sus propios cometidos por los entes que van a
ser informados. Este deber genérico se concreta, entre otras,
en la obligacién de las Corporaciones locales de remitir a la
Administracién del Estado y a la de la Comunidad Aut6noma
copia (o extracto, cuando por su extensién y caracteristicas
parezca aconsejable) de sus actos y acuerdos; resulta claro de-
ducir que esta informacién sirve de base a la iniciativa de con-
trol de legalidad de los actos administrativos locales. Las cor-
poraciones locales no disfrutan de la correspondiente
informacién sobre las disposiciones y actos estatales o comu-
nitarios, que les permita acudir a la Jurisdiccién en defensa
de su autonomia, por lo que habran de procurérsela por los
medios habituales de publicidad en lo que se refiere a las dis-
posiciones generales, o a través de la correspondiente notifi-
cacién en cuanto a los actos o resoluciones que les afecten.

b) Otro deber positivo de las Administraciones publicas incluido
en el sistema de sus relaciones es el de prestar ayuda y asis-
tencia activa a las demas entidades para facilitar el cumpli-
miento de sus tareas. No se trata de una accién conjunta, no
se trata de acompariar a la Administracién que actia a lo lar-
go de todo el proceso de su desarrollo y conclusién, sino sola-
mente el responder positivamente a sus requerimientos con
intervenciones puntuales accesorias de la principal a su cargo.
Constituye ésta una clara manifestaciéon del principio de soli-
daridad aplicado a las relaciones interadministrativas. Como
mas adelante se vera, la ayuda y asistencia a otras Corporacio-
nes locales puede y debe —para supuestos determinados— es-
tablecerse con caricter permanente, a través de mecanismos y
formas organizativas institucionales.

¢) Otro deber positivo que la Ley impone (art. 58.2 in fine) es el
de permitir a las otras Administraciones la participacién en
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los procesos de programacién y planificacién de la propia ac-
tividad. Se trata, pues, de la participacién en la programacién
ajena; y no, de ninguna forma, de alguna modalidad humi-
llante de intervencién en la planificacién de tareas de las que
el participante también sea titular (competencias propias ac-
tuadas cooperativamente). Entendemos que para que esta
participacién resulte efectiva para todos, y no se convierta en
un puro requisito formal, debera concluir:

a’) La inicial solicitud de informacién y de sugerencias en re-
lacién con la materia que va a ser objeto de programacion.

b’) La periédica remision de informacioén, a lo largo de las dis--
tintas fases del proceso planificador, acerca de los sucesi-
vos acuerdos y resoluciones que se vayan integrando en el
proyecto.

¢’) La informacidn del anteproyecto de plan inmediatamente
antes de su aprobacion, solicitando la opinién al respecto.

C. Se impone también la obligacién de cooperar preferentemente en
colaboracién con otras Administraciones. Es sin duda el principal de-
ber implicito en todo nuestro modelo de relaciones interadministrati-
vas. Aunque mas que un deber es una invitacién permanente del siste-
ma a actuar cooperativamente; es la pendiente inclinada por donde
naturalmente discurriran las Administraciones publicas hacia los co-
munes objetivos al servicio de los ciudadanos. Al analisis y fijacién de
posicion sobre la cooperacién dedicamos las paginas que siguen.

2. La coordinacién en la Ley de Régimen local
2.1. Coordinacion a través de la cooperacion
2.1.1. Coordinacién y cooperacién

A lo largo de todo el capitulo II del Titulo V de nuestra Ley municipal
se manifiesta con claridad y firmeza la mas acendrada fe, la creencia
mads intensa, en la libre cooperacién entre Administraciones piiblicas.
Todo nuestro sistema de relaciones interadministrativas esta montado
sobre la idea de que el principio de unidad no se alcanza por la imposi-
cion de unas entidades sobre las otras, por la via jerarquica, sino a par-
tir de la libre concurrencia de los diversos agentes publicos auténomos
a los fines comunes a todos. Al concepto de cooperacién estd unido el
de libertad y voluntariedad; pero por si cupieran dudas, el art. 57 de
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nuestra LRL claramente lo proclama para cualquier tipo de coopera-
cién. Es por eso por lo que en este cuadro sélo excepcionalmente enca-
jan las férmulas de condicionamiento externo de la voluntad auténoma
de las diversas entidades, y siempre con limites prefijados para evitar
precisamente la vejacién de su autonomia.

La coordinacién es aquel estado de armonia y de coincidencia tanto en
los resultados del actuar de diferentes unidades administrativas como
en las metas intermedias a lo largo del proceso para alcanzar tales re-
sultados. La coincidencia y la armonia se dan cuando hay identidad de
objetivos y de prioridades, sin que sea necesaria esta identidad en
cuanto al modo (técnicas, instrumentos, procedimientos, etc.) que cada
una de aquellas unidades administrativas aplicé para alcanzarlos. El
resultado de una accién coordinada es mérito, a veces, de intervencio-
nes ajenas —y por tanto externas— a los propios entes u 6rganos coor-
dinados. En otros casos, tales agentes administrativos «se coordinan»
entre si, sin accién externa alguna; es decir, son protagonistas tanto de
la accién coordinada como de las acciones para coordinar. Cuando la
accién coordinadora es externa a los entes coordinados, quien puede o
debe intervenir desde fuera se dice que ostenta facultades de coordina-
cién; tales facultades, sin embargo, no siempre suponen el ejercicio de
poderes superiores o jerarquicos, de tal manera que —como enseguida
veremos— la coordinacién externa de la accién de entes auténomos no
tiene por qué significar una limitacién insoportable de su autonomia.

La cooperacién, en cambio, es aquel modo de actuar administrativo en
que dos o mas unidades con cometidos diferentes voluntariamente re-
lacionan y vinculan entre si los respectivos procedimientos con vistas a
alcanzar resultados predeterminados. La cooperacién es conjuncién,
encuentro, proceso interactivo; no siempre significa accién conjunta,
pues también se coopera cuando el actuar de cada cooperante resulta
identificable por separado. La contribucién de cada cooperante es
igualmente importante y necesaria para el resultado que se espera, y no
cabe calificar a una de principal y a otra de accesoria; tal diferencia de
rango si se da entre el que colabora y el que recibe la colaboracién. Por
eso, casi siempre puede diferenciarse cooperacién de colaboracién. La
cooperacion, finalmente, es siempre voluntaria.

Y a su vez la cooperacién sirve a una finalidad mas amplia: la coordi-
nacién. Conviene diferenciar ambos conceptos, el de la cooperacion del
de la coordinacién. La coordinacién es el fin, y la cooperacién es el me-
dio (o mejor, el modo); y no el inico medio, pues la coordinacién tam-
bién puede alcanzarse por otros caminos, incluso por el de la directriz
autoritaria o por €l de la consigna imperiosa. Pero como mas arriba se
sefialg, ésta no es la forma en que en nuestro sistema juridico local re-
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sulta licito alcanzar la coordinacién, pues siempre debe tenerse en
cuenta el no atentar contra la autonomia local (articulo 10.3 LRBRL).

Algunos autores, empefiados en encontrar diferencias entre coordina-
cién y cooperacién, han querido ver en aquélla ciertos elementos jerar-
quicos, incompatibles con la idea de cooperacién o colaboracién; nos
parece rechazable este tipo de argumentacién, pues en ningiin caso —
ni siquiera cuando en nuestro sistema se alcanza la coordinacién por
medios no cooperativos— pueden reconocerse en las técnicas emplea-
das actitudes de superioridad jerarquica. Como mas adelante veremos,
la técnica coordinadora del articulo 59 LRBRL no establece relaciones
de jerarquia entre coordinador y coordinado 7.

Nuestro sistema de distribucién de competencias —incluso cuando se
complete, por la via de asignacién a través de Leyes sectoriales a las
Corporaciones locales de las que les corresponda— no establece ni es-
tablecera compartimentos estancos, incomunicables, repletos de com-
petencias propias absolutamente exclusivas, sin concurrencia alguna
sobre las de las demas Administraciones. Resulta deseable la mayor
precisién posible en relacién con este reparto de funciones y tareas en-
tre los distintos agentes publicos; pero sabemos de antemano que mu-
chas seran las zonas comunes, los solapamientos y las convergencias,
en el actuar de sus competencias por parte de cada uno de ellos. Tam-
bién por todo eso la cooperacién se impone.

Finalmente, queremos sefialar que las Corporaciones locales no estan
llamadas a cooperar solamente en su mismo plano de actividad ordina-
ria; sino que también atenderan la cooperacién descendente (sobre to-
do la de Diputaciones y Cabildos respecto de otras entidades locales de
nivel territorial inferior), y la ascendente —o participacién cooperativa
en la formulacién de politicas generales de nivel superior—.

2.1.2. Modalidades de la cooperacién

La nueva Ley de Régimen local establece diversas modalidades de coo-
peracién, y variados instrumentos y procedimientos para alcanzarla. A

7 Vid. SANTOLAYA MACHETTI, op. cit., pags. 33 y 312. Vid. también L. ORTEGA, «La
garantfa de la autonomia local en el reparto competencial entre las Administraciones pu-
blicas», en Comunidades Auténomas y gobiernos locales, cit., pags. 315 a 317. También
puede consultarse A. FONTANA I PUIG, «Les relacions interadministratives a la lleu re-
guladora de les bases de régim local», Rev. Valenciana d’Estudis Autonomics, oct-dic.,
1987, pags. 63 a 85. En la linea, en cambio, que defendemos en nuestro texto, vid. A.
NIETO GARCIA, «Cooperacién y asistencia», en el colectivo «La provincia en el sistema
constitucional», Ed. Civitas, Madrid 1991, pags 145 a 165.
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su vez, pone en pie un sistema extraordinario dirigido a lograr la coor-
dinacién entre Administraciones cuando no se utilizaron, fracasaron o
resultaron inadecuadas las técnicas cooperativas. No hay una lista ce-
rrada de modalidades de cooperacién; y en cada una de las modalida-
des pueden introducirse variantes y modificaciones que permitan ajus-
tarse a cada situacién a resolver cooperativamente. Asi y todo, procede
hacer una breve y sumaria relacién de algunas de ellas:

A) Accién paralela no contradictoria

Podemos afirmar que es el grado minimo de colaboracién, cuando lle-
ga a serlo. Se trata mas bien de una actitud pasiva respecto del conjun-
to, limitdndose a constatar las posiciones de los demas y a proponerse
no interferirlas. Esta actitud puede incluso resultar de un acuerdo pre- -
vio, después de comprobar el riesgo de colisiones competenciales y de
convenir asi que las Administraciones marchen cada una por su cami-
no aunque evitando el enfrentamiento con las demas 8.

B) Reparto de tareas

De un acuerdo entre las Administraciones competentes en una materia
puede surgir un reparto de tareas entre ellas, de tal manera que se con-
siga una complementariedad que beneficie al conjunto.

C) Accién conjunta

Las entidades publicas convienen asumir conjuntamente la responsabi-
lidad de la accién en un sector, y desarrollarla de la misma forma. No
debe confundirse esta figura, cooperativa y por eso libremente conveni-
da, con la que contempla el articulo 62 de la Ley, donde la accién con-
junta ha sido impuesta por el legislador al asignar la competencia. Las
Administraciones que acuden a esta modalidad de accién conjunta co-
operativa normalmente se servirdn de algiin organismo interpuesto,
creado al efecto de comtin acuerdo 9.

8 Un medio muy valido para ello resulta sin duda la participacién en la planificacién o
programacién ajenas: art. 58.2 LRL; art. 19.3 Ley 14/1990 de Administraciones ptiblicas
canarias; art. 134 Ley Municipal y de Régimen local de Catalufia, 15-4-87. En una intere-
sante Sent. del T.S. de 3 de junio de 1986 (ponente FCO. GONZALEZ NAVARRO) se ex-
pone un muy preciso concepto de coordinacién (Fdo. Jur. 3.°) referible a las estructuras
jerarquizadas, y que —pienso— no excluye ia coordinacién voluntaria.

9 Art. 69 del Texto Refundido de Régimen local, RDL 781/86. El art. 136 del citado RDL
3046/1977, precedente del vigente, decia: «Las competencias compartidas o concurrentes
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2.1.3. Instrumentos y procedimientos para la cooperacion

También muchos y variados resultan los instrumentos de los que se
dispone para la colaboracién entre entes publicos; vamos a referirnos a
los mas importantes entre los que son utilizados habitualmente por la
Administracién local:

A) Convenios y acuerdos de cooperacién

Resultara el mecanismo mas frecuente para alcanzar la cooperacion en
una materia, sobre todo cuando no exista un esquema permanente de
colaboracién al que acogerse (Planes Provinciales, por ejemplo). Como
figura contractual que es, su contenido sera el que las partes le asignen:
pueden existir, sin embargo, convenios de adhesién, de contenido y ca-
racteristicas prefijados por una Administracién, que son suscritos por
el ente cooperante sin discutir las condiciones, simplemente adhirién-
dose al mismo. Esta tltima figura resulta valida siempre que la natura-
leza de sus clausulas y condiciones no impongan una auténtica situa-
cién dependiente y negadora de su autonomia al cooperante, lo que
podria llegar a resultar contrario a nuestro Derecho local.

De cada acuerdo de cooperacién —seiiala el art. 57— formalizado por la
Administracién local de un lado y la estatal o la autonémica del otro, se
dara comunicacién a aquella otra que, resultando interesada, no haya in-
tervenido en el mismo, a los efectos de mantener una reciproca y constante
informacién. En el modelo de cooperacién que mas adelante proponemos,
esta funcién informativa se refuerza con la anotacién del convenio suscrito
en la relacién correspondiente del Plan Sectorial de Coordinacién 10.

B) Planes provinciales de Obras y Servicios

Figura ya tradicional en nuestro régimen local, sigue constituyendo
una magnifica técnica para la cooperacidn, especialmente para la que

podrén ser ejercidas conjuntamente por la Administracién del Estado y la local mediante
la constitucién de entes instrumentales de caricter publico o privado...» La legislacién
autonémica ya ha recogido también la regulacién de esta modalidad de cooperacién; asi,
la Ley 14/1990 de Canarias, en su art. 17 prevé la constitucién de sociedades mixtas por
varias Administraciones para servicios con contenido econémico; o mediante consorcios,
art. 135 de la Ley de Régimen local de Cataluna de 15 de abril de 1987.

10 L a legislacién de las Comunidades Auténomas se refiere a esta figura de cooperacién: ar-
ticulos 29 y 30 de la Ley de Consejos Insulares de Baleares de 1939; el art. 15 de la Ley cana-
ria 14/1990; y para los convenios en materia de servicios sociales, los articulos 23 a 25 de la
Ley canaria 9/1987, de 28 de abril, o el art. 30.2 de la Ley 5/87 de 23 de abril de la C.A. de Ex-
tremadura; entre muchos otros. Con caracter general, vid. LLISET BORRELL, «Los conve-
nios interadministrativos de los entes locales», REDA n.° 67 1990, pags. 389 a 400.
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pueda surgir entre el primero y el segundo nivel de nuestra Administra-
cién local (Diputaciones o Cabildos y Municipios). Modificada recien-
temente su regulacién por RD 665/1990, de 25 de mayo, se han intro-
ducido importantes novedades; pero sus lineas basicas se mantienen al
servicio de una cooperacién en los niveles territoriales inferiores del
Estado, donde nos encontramos con las limitaciones financieras y téc-
nicas de los pequefios municipios y con las grandes dificultades debi-
das al rapido crecimiento de los barrios marginales.

En base a lo dispuesto en el art. 36.2 de la Ley, el Plan que estudiamos
seguird centrado sobre la Diputacién/Cabildo, constituyendo la pieza
clave de su accién de cooperacién. La Diputacién a través de sus planes
provinciales, podria constituirse en lugar de encuentro sobre el territo-
rio de la accién cooperativa de las distintas Administraciones, cuando
se trate de desarrollar obras y servicios de competencia municipal (art.
6.2 RD 665/1990).

El Plan provincial de cooperacién a las obras y servicios municipales
no es un plan sectorial, no establece previsiones en una tnica materia;
se trata de un plan general territorial, orientado a la cooperacién en
materias de naturaleza local.

En la elaboracion del Plan, dice la Ley, deben participar los municipios
de la provincia; esta exigencia podria resultar una redundancia —ya el
art. 58.2 in fine concede esa participacién en general—, si no fuera por-
que debe entenderse que la norma pretende asegurar una participacion
especialmente intensa a las Corporaciones municipales, dada la natura-
leza del documento a elaborar !!. Consultas y conversaciones debera
emprender también la Diputacién con las Administraciones de otro ni-
vel que pretenden financiar parcialmente el Plan. La Ley autoriza, por
cierto, al Estado y a la Comunidad Auténoma, cuando se dé esta cofi-
nanciacién, a «sujetar sus subvenciones a determinados criterios y con-
diciones en su utilizacién o empleo»; pero este condicionamiento pare-
ce mas bien referirse al modo de utilizar los fondos, que puede llegar
incluso al establecimiento de estandares de eficiencia en el empleo de
los mismos (plazos maximos para tener contratados los proyectos,
tiempo para la financiacién de su ejecucién, etc...). Todo ello sin per-
juicio de la acomodacién de los Planes a los objetivos y prioridades es-
tablecidos para la coordinacién.

«La Comunidad Auténoma asegura en su territorio la coordinacién de
los diversos planes provinciales de acuerdo a lo previsto en el articulo

11 Art. 43 d) Ley 14/1990 de las Administraciones publicas canarias: los Cabildos no po-
dran modificar las propuestas municipales al Plan Insular de Cooperacién.
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59 de esta Ley». La aplicacién de este parrafo del articulo 36 plantea
inicialmente algunas dificultades de interpretacién, pues el articulo al
cual se remite establece una técnica de coordinacién por planes, planes
ademas de naturaleza sectorial. ¢(Se pretende considerar la de los pla-
nes provinciales como una materia mas, que puede ser a su vez objeto
de un plan coordinador superior?. Eso parece absurdo; ni la de los pla-
nes provinciales, como mas arriba quedé aclarado, constituye una ma-
teria o sector de la actividad publica directa hacia los ciudadanos, sino
instrumental, ni cabe pensar en un Plan de Planes, que complicaria in-
necesariamente el modelo. Parece suficiente conectar los Planes pro-
vinciales —a efectos de su coordinacién— con todos aquellos Planes
Sectoriales de Coordinacién que por razén de las materias en cada ca-
so les afecten. Se consigue una simplificacién del sistema general de
coordinacién, y —ademas— se alcanza un objetivo de enorme impor-
tancia: vincular la planificacién general territorial (PPOS) con la secto-
rializada (PSC).

En resimen, el sistema de coordinacién de Planes Provinciales funcio-
nara de la siguiente forma:

a) No se precisara Ley sectorial previa en cada caso para consi-
derar otorgadas las facultades de coordinacién, pues éstas se
atribuyen por la propia Ley de Régimen Local.

b) Los PPOS deberan adecuar los proyectos que incluyan a los
objetivos y prioridades que hemos convenido en llamar Ins-
trucciones Generales para la.coordinacién, y que para diferen-
tes sectores de accion publica han sido incluidos en los co-
rrespondientes Planes Sectoriales de Coordinacién.

¢) También aqui debe entenderse que el sistema prefiere alcan-
zar la coordinacién por modos libremente pactados (coopera-
cién voluntaria), si bien se establece la posibilidad de la apli-
cacion del mecanismo ya analizado del articulo 59 de la Ley.

En el Plan provincial (insular) de Cooperacién a las obras y servicios mu-
nicipales la libre concurrencia de las Administraciones se alcanza por su-
cesivas adhesiones a la inicial propuesta de la Diputacién o Cabildo insu-
lar. Siendo éstos los competentes para aprobarlo, de acuerdo con su
respectivo Plan plurianual de inversiones, los municipios y otras entida-
des —al solicitar la inclusién de una concreta obra o servicio en el Plan—
formulan también su adhesién al esquema de cooperacién provincial. Fi-
nalmente, concluido el Plan, se remite al Ministerio de Administraciones
publicas, que lo «analizara... a fin de acordar su participacion»; es decir,
a fin de adherirse o no al mismo (art. 8 RD 665/1990).
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Otra modalidad de la cooperacién econémica del Estado y las Corpora-
ciones locales es la de los Programas de Accién Especial para ciertas
comarcas o zonas deprimidas (articulos 18 a 27 RD 665/1990); o bien
la de los programas sectoriales de cooperacién (articulos 28 y 29 del ci-
tado Real Decreto).

C) Planificacién urbanistica y coordinacién. Ordenacién del territorio.

Conviene destacar la intima relacién entre el objetivo general de la
coordinacién interadministrativa y los documentos de ordenacién te-
rritorial y urbanistica. Algunas Comunidades Auténomas ya han co-
menzado a legislar en la materia, por lo que se impone la generaliza-
cién de un criterio por parte de las corporaciones locales al respecto.
En todo caso, baste por ahora el dejar sentados al menos tres princi-
pios basicos:

a) No solamente no resulta contradictoria la ordenacién y plani-
ficacién territorial con la coordinacién interadministrativa
sectorializada, sino que ambos bloques de armonizacién poli-
tica deben a su vez estar debidamente entrelazados a través de
las técnicas y procedimientos que en cada caso resulten mas
convenientes.

b) La ordenacion territorial y el planteamiento urbanistico de-
ben también reflejar los principios de voluntaria coordinacién
y de libre cooperacién que presiden el sistema de las relacio-
nes interadministrativas en general.

¢) La ordenacién territorial y el planeamiento urbanistico nunca
podran resultar en perjuicio de la autonomia local, ni desco-
nocedores de las competencias en la materia de las entidades
locales 12,

D) ¢Qué planificacién regional?

El modelo de planificacién concertada o cooperativa que se regula en
la LRL se basa, precisamente, en un conjunto de planes regionales sec-
toriales a partir de los cuales se monta todo el sistema. Ademas, y co-
mo acabamos de ver, en cada provincia existird un plan territorial, el
de cooperacion en las obras y servicios municipales. ¢Debe existir para
el territorio de toda la Comunidad Auténoma algin esquema general
de previsiones afectando a todos los sectores?.

12 vid. infra, Cap. IV, 3, in fine, sobre la ordenacién territorial.
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La Ley 7/1984, de 31 de marzo, reguladora del Fondo de compensacién
interterritorial establece, en su articulo 8, que todas las Comunidades
Auténomas vendran obligadas a elaborar un programa de Desarrollo
Regional (PDR) de acuerdo con la metodologia comun que aprobara el
Gobierno. Esta metodologia se recoge en la Resolucién de 25 de marzo
de 1985 de la Subsecretaria de Hacienda; por otro lado, como ya he-
mos sefialado, la Ley de Presupuestos Generales del Estado para 1986
(art. 60.3) impuso a las Comunidades Auténomas la obligacién de te-
ner aprobado su PDR.

Parece claro que el PDR se va a convertir en el Plan Territorial a nivel
de cada Comunidad Auténoma. Su finalidad es la de «lograr actuacio-
nes coherentes de las distintas Administraciones piablicas que permitan
evitar ineficiencias en la asignacién de unos recursos limitados», la de
«coordinar e integrar actuaciones que, —para el logro de dichos objeti-
vos (objetivos realizables con el volumen de recursos disponibles)—
planean emprender los poderes publicos», asi como la de conectar con
el sistema de ayudas FEDER-CEE.

Se pretende que los PDR incluyan algunas (o todas) las ayudas con fi- .
nalidad regional y las inversiones en infraestructura decididas y/o
programadas por los distintos niveles de gobierno sobre el territorio.
No incluira, pues, solamente proyectos de iniciativa comunitaria, si-
no también otros cuya responsabilidad corresponde a la Administra-
cién del Estado o —sobre todo— a las Administraciones locales; y es
por eso por lo que se prevé la financiacién a base de aportaciones
provenientes de los Presupuestos del Estado, de los de la propia Co-
munidad Aut6noma y de los de las Corporaciones locales. Parece fue-
ra de toda duda que el PDR incluira, pues, previsiones y decisiones de
varias Administraciones publicas; ahora bien, ¢previsiones y decisio-
nes distintas de todas aquellas incluidas en Planes Sectoriales de co-
ordinacién o en Planes provinciales de obras y servicios? Pensamos
que no, que el PDR debe incluir precisamente aquella parte de tales
planes parciales que suponga una aportacién al desarrollo regional.
De ahi que el proceso de elaboracién del PDR, al que debe resultarle
de aplicacién cuanto hemos dicho sobre la participacién de otros en
el proceso planificador propio, vaya a convertirse en la fase final y la
consecuencia de todo el sistema de planificacién concertada o coope-
rativa que se ha descrito 13.

13 vid. infra los comentarios que dedicamos a los PDR con ocasién de la coordinacién
forzosa del Estado sobre las Comunidades Auténomas en materia de planificacién gene-
ral de la economfa (art. 149.1.13 CE), en el Cap. IV, 3 del presente estudio.
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2.1.4. Organizacién para la cooperacién

Tampoco aqui cabe pensar en una lista cerrada de organismos para
la cooperacién, por lo que vamos a referirnos a los mas importan-
tes; distinguiremos, en primer lugar, los permanentes o generales,
de los transitorios o sectoriales; y en segundo lugar —por la exten-
sién de su influencia— los de ambito autonémico de los de ambito
provincial. Por la forma o modo de funcionamiento, unos seran ex-
clusivamente deliberantes o consultivos (a los que el articulo 58 de-
nomina 6rganos de colaboracién), mientras que otros pueden asu-
mir cometidos de gestién de actividades y servicios
cooperativamente (consorcios o sociedades mercantiles mixtas: arti-
culos 85 y 87 de la Ley).

De entre los distintos organismos permanentes o generales que pueden
existir para la colaboracién con las Corporaciones locales, la Ley desta-
ca dos figuras a las que dedica algunos parrafos: las Comisiones Terri-
toriales de Administracién local y la Comisién Nacional de Administra-
cién local.

A través de la Comisién Nacional de Administracién local, las provin-
cias y los municipios espafoles deberan tender a participar activamen-
te en la preparacién y formulacién de las grandes opciones de politica
general, alimentando estos procesos con su informacién local de pri-
mera mano y en defensa siempre de una actuacién descentralizada y
participativa de los poderes publicos.

En cuanto a las Comisiones Territoriales de Administracién local, su
finalidad es la de asegurar la colaboracién entre la Administracién -
del Estado y la local, en materia de inversiones y prestacién de servi-
cios, en el &mbito de cada Comunidad Auténoma. Tienen también ca-
racter deliberante o consultivo, y parecen especialmente llamadas a
participar en todo el proceso de cooperacién (incluso Planes provin-
ciales de obras y servicios) establecido entre la Administracién perifé-
rica del Estado y la Administracién local. Sin embargo, y aunque le-
galmente autorizadas, estas Comisiones no han sido atln
reglamentariamente reguladas en cuanto a su composicién, organiza-
cién y funcionamiento, razén por la cual debe entenderse que el Go-
bierno no ha ejercido la facultad legalmente amparada de crearlas. Si
en cambio se ha prolongado la vida de las antiguas Comisiones Pro-
vinciales de Colaboracién del Estado con las Corporaciones locales
(Disp. Transit. segunda del Texto Refundido de las disposiciones lega-
les vigentes en materia de régimen local, RDL 18 abril 1986), de 4m-
bito —pues— inferior al de las Comisiones Territoriales del articulo

748

REAL-1992, nim. 255-256. FAJARDO SPINOLA, LUIS. LA COORDINACION DE LAS ADMINISTR...



REAL-1992, nim. 255-256. FAJARDO SPINOLA, LUIS. LA COORDINACION DE LAS ADMINISTR...

LA COORDINACION DE LAS ADMINISTRACIONES PUBLICAS

58-LRL, y con atribuciones limitadas aparentemente a las de coope-
racién del Estado a las inversiones locales 14,

2.2.  Coordinacién forzosa. Condicionamiento de la actividad de las Cor-
poraciones locales al servicio de una accion publica coordinada

La actividad de la Administracion local en el ejercicio de sus competen-
cias propias puede llegar a ser vinculada o condicionada a la persecu-
cién de unos objetivos y al respeto de unas prioridades, tal como dispo-
ne el articulo 59 de la Ley 15.

Se debe tratar de actividades o servicios locales que transciendan el in-
terés propio de las correspondientes entidades locales, o bien que inci-
dan o condicionen relevantemente los de otras Administraciones o sean
concurrentes o complementarios con los de éstas.

La ley sectorial, estatal o autonémica, debera atribuir expresamente al
Estado o a la correspondiente Comunidad Auténoma la facultad de co-
ordinar en la materia a las Corporaciones locales concernidas; ademas,
la propia Ley tendra que precisar —con el suficiente grado de detalle—
las condiciones y limites de la coordinacién, asi como las modalidades
de control que se reserve la respectiva instancia parlamentaria !6.

Cuestién previa es la de saber si existe un criterio orientador para el le-
gislador —estatal o autonémico— en la determinacién de la materia o

14 La autorizacién legal se refiere a la creacién de Comisiones de 4mbito correspondien-
te al de la Comunidad auténoma respectiva. El Texto Refundido ha integrado el viejo ar-
ticulo 130 del Texto Articulado parcial de la Ley 41/1975 (RD 3046/1977); pero en cambio
se ha dejado sin aplicacién hasta ahora la posible creacién de Comisiones de 4mbito co-
munitario. Esta inhibicién pudiera encontrar explicacién en el momento en que se apro-
b6 el Texto Refundido (1986), cuando el articulo 58 de la Ley habfa sido objeto de varias
impugnaciones ante el Tribunal Constitucional; pero no ahora, después de que la Senten-
cia 214/1989 considera totalmente ajustadas a la Constitucién tales Comisiones Territo-
riales (FJ 20). Por el contrario, el Gobierno parece preferir las Comisiones de 4mbito pro-
vincial, cuando en ellas basa el nuevo sistema de cooperacién econémica con las
Corporaciones locales (articulo 7.1 y DA novena del cit. RD 665/1990).

15 El sistema normalmente se ha recogido correctamente por la legislacién autonémica:
art. 23 Ley 6/1986 de Castilla-Le6én; o art. 4 de la Ley 11/87 de coordinacién de Diputacio-
nes de Andalucia, pues pretende coordinarlas mediante directrices (habra que entender
que éstas se corresponden con los planes sectoriales del art. 59 LRL, pues si no la practi-
ca resultaria contraria a la autonomia local.

16 Precisamente por omitir tales requisitos fue considerado contrario a la autonomfa
local, y el Tribunal Constitucional lo anulé, el art. 118 de la Ley de Costas: STC
149/1991 (FJ 7, b).
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sector, en primer lugar; y —luego— si existe algtin limite en la defini-
cién de ese interesamiento estatal o comunitario sobre competencias
propias de las Corporaciones locales. No parece que haya otra regla
que la de la existencia de una competencia sobre la materia en cues-
tién, y la voluntad del legislador para regularla; pero debe tratarse efec-
tivamente de una materia o sector de la accién de los poderes piiblicos
sobre la sociedad (cultura, educacién, sanidad, etc.), y no de actuacio-
nes propias de las Corporaciones locales de caracter instrumental (pla-
nificacién, cooperacién con otras entidades locales, etc.). No se puede
declarar coordinable, por ejemplo, la facultad expropiatoria, o la de au-
torizar ciertas actividades a los particulares; sino que habra que fijarse
un campo de accién pablica materialmente definido.

En cuanto a si existe limite en el nimero de sectores o materias decla-
rables, parece claro que no. Ademas, resulta dificil encontrar alguna
competencia local que no se encuentre incluida en el campo de even-
tual interesamiento del Estado o de la Comunidad Auténoma, segin
los casos. Pero lo que si resultara rechazable sera la pretensiéon —algu-
na vez intentada— de declarar la facultad de coordinar sobre todas o
amplios conjuntos de las competencias locales. Debe procederse mate-
ria por materia.

Otra practica absolutamente rechazable, y que choca frontalmente con
la legislacién estatal de régimen local —en cuyo marco se desarrollara
la de las Comunidades Auténomas— es la de pretender incluir esta de-
finicién de sectores o materias en una Ley general de coordinacién, y
no en las Leyes sectoriales que traten cada materia 17,

Atribuida legalmente la facultad de coordinar el proceso entra en una
segunda fase, siempre previa al eventual condicionamiento forzoso de
la actividad local, en la cual debera aprobarse un plan sectorial de co-
ordinacién (en adelante PSC) referido a tal sector de actividad 18.

17 Ley gallega de Coordinacién de Diputaciones, 8/1989, especialmente articulos 6 y 7,
que establecen un sistema de coordinacién por directrices contrario a lo dispuesto en la
Ley de Régimen local. Caso mas grave atin es el de la Ley 2/1991, de 14 de marzo, Casti-
lla-La Mancha, especialmente sus articulos 1, 7 y 14. Asimismo, la Ley 2/1983 de la C.A.
Valenciana que en su art. 4 regula las directrices para la coordinacién, y de Decretos de
aplicacién como el 99/1986 de 30 de julio.

18 Asi, en materia de servicios sociales, en Catalufia (Ley 26/85, art. 3 h.); Galicia (L. 1987
art. 10); Castilla-Leén, (L.18/1988, art. 35 y 36); Rioja (L. 2/1990, art. 21.1.); Extremadura
(L. 5/1987, art. 18 y 20.2); Canarias (afectando a la planificacién insular y municipal, en
la Ley 9/1987, articulos 2.2, 12 y 13); Aragén, con un mecanismo de libre adhesién de las
Corporaciones locales al plan (art.5), pero fomentada por la Comunidad auténoma
(art.8), de la Ley 4/1987. En materia de sanidad, en Cataluna el Plan de Salud sefiala los
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El Plan sectorial de coordinacién (PSC) tendra normalmente un ambi-
to territorial coincidente con cada una de las Comunidades Auténo-
mas; excepcionalmente, para materias de la competencia estatal, po-
dran formularse planes sectoriales de tal ambito, con precisiones
territoriales para cada Comunidad susceptibles de unirse o agregarse a
la programacién comunitaria (varios Decretos de transferencias a Co-
munidades Auténomas han iniciado ya este camino). Pues bien, si el
PSC se refiere fundamentalmente a una materia competencia de la Co-
munidad Auténoma es obligado deducir que sera finalmente aprobada
por el Consejo de Gobierno correspondiente. Sera el ejecutivo autoné-
mico quien ejercite la facultad de coordinar, que la Ley sectorial le atri-
buye, mediante la aprobacion del Plan Sectorial; y ahi se agota esa fa-
cultad, salvo la complementaria —que permanece— de verificar la
adecuacion de la actividad local a los objetivos y prioridades sefialados.

Dentro de una concreta competencia, servicio o sector de actividad el
Plan determinara el interés general o comunitario respecto del mismo;
es decir, el parametro o elemento de tal actividad local que resulte rele-
vante a efectos de su coordinacién. Por ejemplo, en la competencia
municipal relativa al abastecimiento de agua a la ciudad, podria resul-
tar del interés comunitario su grado de calidad, o la forma en que la
red local conecta con la de la Comunidad. Pues bien, en tal ejemplo, el
interés comunitario a los efectos de la aplicacién del comentado articu-
lo 59 se concreta en el correspondiente plan sectorial (grado tal de cali-
dad del agua), o de una prioridad (reforzar la red urbana —por ejem-
plo— antes de la fecha en que se proceda a aumentar la presién en la
red comunitaria).

El objetivo es el fin perseguido o el resultado que espera alcanzarse de
la acci6n publica en la materia. No se van a coordinar actividades de
las Corporaciones locales, se van a coordinar objetivos (y de todas las
Administraciones sobre el territorio). No se podra —como ya algunos
pretenden— encubrir en la determinacién del objetivo la proclamacién
de un mandato imperativo, de una orden. No se sefialara lo que debe

objetivos y niveles a alcanzar (art. 63) y concede a los Consejos Comarcales nada menos
que facultades de coordinacién respecto de los servicios sanitarios municipales (art. 66),
en la Ley 15/1990. La normativa autonémica reguladora de las aguas también establece
planes sectoriales: en Canarias los planes hidrolégicos regionales e insulares
(L.12/1990); y en Catalufia la Ley de 1990 sobre infraestructura hidréaulica crea el Pro-
grama de obras hidréulicas, que fija objetivos, relaciona obras a realizar y determina las
normas reguladoras de la cooperacién con las Corporaciones locales en lo referente a la
ejecucién de tales obras (art. 3). En cuanto a policias locales, las Leyes de coordinacién
de las mismas por las Comunidades Auténomas realmente lo que hacen es someterlas a
normas homologadas; asi, Valencia (L.1990), Asturias (L. 1988), Andalucia (L. 1989) o
Extremadura (L. 1990).
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hacerse, sino hacia dénde se debe caminar; y ello siempre de forma
que entre el punto de partida y la consecucién del objetivo final pueda
jugar la iniciativa de los agentes auténomos en la seleccién de las vias
(de las distintas politicas) que pueden conducir a la meta.

A su vez estos objetivos pueden estar ordenados en el tiempo, en aten-
cién a la urgencia para el logro de cada uno respecto de los demas; ca-
be, pues, sefialar dentro de las instrucciones generales para la coordi-
nacién un cuadro de prioridades.

La coordinacién, como se ha dicho, es una coordinacién de objetivos,
no de actuaciones; y ha quedado aclarado qué debe entenderse por ob-
jetivos y qué por prioridades. No puede incluirse por ello en el conteni-
do de la facultad de coordinar —como ya se ha pretendido— disposi-
ciones como las siguientes:

a) Programacién conjunta obligatoria 19.
b) Integracion obligatoria en consorcios u otros organismos
¢) Accién conjunta forzosa

d) Puesta a disposicién obligatoria —para su aprovechamiento
fuera de la disponibilidad de la Corporacién— de bienes de su
propiedad 29.

e) Vinculacion forzosa de partidas presupuestarias 2!,

19126/ 1985 de Servicios Sociales de Cataluiia, art. 3 h.

20 Se trata de la coordinacién mediante la integracién forzosa de los bienes, recursos o
actividad de las Corporaciones locales en un «sistema» autonémico: Sistema Catalan de
Salud, Ley 15/1990, art. 5y DT 17 art. 168.4 de la Ley Municipal de Catalufia de 15.4.87;
Plan Intermunicipal de transportes, Ley de Area Metropolitana de Barcelona, 7/1987, ar-
ticulos 8 a 18; y 8.a. (afectacién de recursos) y 20 (aportacién de solares u otros medios)
de la Ley Catalana de Servicios Sociales 26/85.

21 Previsiones legales de dudosa fidelidad a la autonomia local son las siguientes: a) Obli-
gatoria consignacién en los presupuestos municipales de partidas para servicios sociales,
Galicia, Ley 1987, art. 24.4; Extremadura (idem. en presupuestos provinciales), L.5/87 de
23 abril, art. 29.1.: «que garanticen el mantenimiento». b) Idem. para Cabildos (art. 23) y
ayuntamientos canarios (art.24) de la L. Serv. Sociales de 1987. ¢) Para atencién sanita-
ria = Ley catalana 9 de julio 1990, DT 1°.2. d) En materia de patrimonio cultural, Pafs
Vasco 1.7/1990, art. 102 y 106. e) Para atender la accién social= Aragén L.7/87, art. 42 a
44, ) Coordinacién financiera y presupuestaria en general, Canarias L. 14/90, art. 20, es-
pecialmente el n.° 5; Galicia, unién presupuestaria para Diputaciones, en la Ley de Coor-
dinacién de las mismas de 1989, art. 13 y 14; o las aportaciones econémicas que fija la
Generalidad a los Ayuntamientos en materia de obras hidraulicas (art. 3 L. 1990 cit.)
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Como bien senala el articulo 10.3 de la Ley, la coordinacién no afectara
a la autonomia de las entidades locales; o, como sefiala la STC de 28 de
Abril de 1983, «nunca... la coordinacién general debe llegar a tal grado
de desarrollo que deje vacias de contenido las correspondientes compe-
tencias...». Por ello las Corporaciones locales seguiran ejercitando sus
facultades de planificacién y programacién, es decir, de seleccién de
politicas, libremente, sin mas limitacién que la adecuacién a los objeti-
vos generales y a las prioridades establecidas (art. 59.1 in fine). Deben
quedar asimismo intactas el resto de las facultades que les son propias,
como —entre otras— la asignacién de recursos personales y materia-
les, la acomodacién de la propia estructura a la tarea a realizar y el
control de los resultados.

La facultad de coordinar, ademas de la potestad de aprobar el Plan sec-
torial conteniendo los objetivos y las prioridades, debe alcanzar al
mantenimiento de atribuciones bastantes para asegurar el respeto a ta-
les Instrucciones Generales de coordinacién. Observada la divergencia,
por ejemplo, entre la actuacién local y los objetivos y prioridades, el 6r-
gano facultado para coordinar podra requerir a la correspondiente Cor-
poracién local para que ajuste a su programacion o previsién conforme
a aquellas instrucciones, o para que corrija las desviaciones observadas
en la ejecucién de sus obras o servicios. Se trata de «recordar el cum-
plimiento (de las obligaciones que el Plan de coordinacién impone),
concediéndole un plazo para ello» (art. 60 LRBRL).

Si, cumplido el plazo, la Corporacién no ajusta o corrige su actuacién
descoordinada, podria utilizarse lo previsto en el tal articulo 60, que
supone «la adopcién de las medidas necesarias para el cumplimiento
de la obligacién a costa y en sustitucién de la Entidad local». Mas difi-
cil por inadecuado parece la aplicacién, para los fines de coordinacién
que analizamos, de todo el sistema de control por actos administrati-
vos a que se refiere el Capitulo III del Titulo V de la Ley 22

IV. COORDINACION ENTRE COMUNIDADES AUTONOMAS Y
ESTADO

1. Generalidades

El modelo espafiol de autonomias territoriales carece atin de un sistema

eficaz para facilitar la coordinacién; y si a nivel local —como acabamos
de ver— esta laguna ha desaparecido, al menos en cuanto a legislacion se

22 yid. art. 136 Ley Municipal de Catalufia, 8/87.

753

REAL-1992, nim. 255-256. FAJARDO SPINOLA, LUIS. LA COORDINACION DE LAS ADMINISTR...



REAL-1992, nim. 255-256. FAJARDO SPINOLA, LUIS. LA COORDINACION DE LAS ADMINISTR...

REALA 255-256 (JULIO-DICIEMBRE, 1992)

refiere (no tanto en su aplicacion practica), tal vacio sigue existiendo en lo
tocante a las relaciones entre el Estado y las Comunidades Auténomas.

La feliz aparicién de éstas en nuestro escenario institucional por virtud
de la vigente Constitucién de 1978, dio salida a potentes sentimientos y
aspiraciones durante tanto tiempo reprimidas. Pero también generé,
por virtud de la muy explicable tendencia de las Comunidades Aut6no-
mas a defender y consolidar el ambito de poder politico-administrativo
recién conseguido, un recelo generalizado a las férmulas de articula-
cién entre Administraciones, y un ambiente poco propicio a la coope-
racién. Esta situacién, afortunadamente, esta pasando; y hoy todos ad-
miten la necesidad de coordinarse con el vecino. Pero tal vez porque
aun persiste la sospecha de que detras de la coordinacién aparece la
vieja tutela, o porque la evidente complejidad de la tarea atin sigue ge-
nerando dificultades técnicas, lo cierto es que todavia esta por disefiar-
se y aplicarse un modelo satisfactorio que garantice la virtualidad de
los principios de autonomia y de unidad.

No hay en nuestra Constitucién, como es sabido, un sistema completo
y suficiente de coordinacién entre el Estado y las Comunidades Auté-
nomas. Las referencias del articulo 149 lo son sélo a algunas materias
(planificacion general de la actividad econémica, investigacion cientifi-
ca y técnica y sanidad); y, ademas, recogen una modalidad de coopera-
cién no voluntaria, impuesta, que resulta necesaria pero no suficiente.
Y es que, salvo la importante excepcion del articulo 131, no se estable-
cen en nuestra Carta Magna mecanismos de cooperacién para alcanzar
voluntariamente la coordinacién 23.

En cuanto a los Estatutos de Autonomia, poco afiaden a las escasas re-
ferencias constitucionales. En casi todos ellos se establece el principio
de la coordinacién en materia de seguridad cuando existiera policia au-
tonémica (Juntas de Seguridad); y s6lo en el Estatuto navarro podemos
encontrar algunos articulos relativos a la cooperacién entre esta Comu-
nidad y el Estado (articulos 53.3, y 64 a 67), y que en su conjunto pu-
diera considerarse que integran en cierto modo un sistera (aunque in-
completo) para la coordinacién.

Esta situacién traté de superarse en 1981-82 con los Acuerdos Auto-
némicos, incluyendo en el proyecto de LOAPA algunos articulos que

23 Sin embargo, para el Tribunal Constitucional, en su Sent. de 4 mayo 1982, la existen-
cia de este deber general de cooperacién a lo largo de todo el texto constitucional «no es
menester justificar (lo) en preceptos concretos, (pues) se encuentra implicito en la pro-
pia esencia de la forma de organizacién territorial del Estado que se implanta en la
Constitucién».
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pretendian establecer las bases de un sistema para la coordinacién en-
tre Comunidades Auténomas y Estado (art. 9, 10 y 25); pero entre los
recortes de tramite legislativo y la conocida Sentencia del Tribunal
Constitucional s6lo nos quedé lo relativo a las Conferencias Sectoriales
y a los Decretos de transferencias. Y el legislador sali6 tan escaldado de
todo este desastre que no ha querido intentar una regulacién general
de la materia; ni siquiera acogiéndose a la cobertura que ya hoy pro-
porciona una clara e interesante jurisprudencia constitucional 24,

Si podemos encontrar, en cambio, ya en los tltimos afios, cierta regula-
cion de la coordinacién en algunas Leyes sectoriales, donde para la ac-
tividad de ambas Administraciones en la materia en cuestiéon se esta-
blecen algunos principios y reglas, o se crean organismos «ad hoc» que
faciliten el funcionamiento arménico en persecucién de idénticos obje-
tivos publicos 25. En los siguientes apartados analizaremos en detalle
esta vigente legislacién, aplicando la misma metodologia que cuando
mas arriba nos referimos a la coordinacién entre Corporaciones locales
y otras Administraciones, y distinguiendo la coordinacién voluntaria a
través de la cooperacién de aquella impuesta u obligatoria.

2. Cooperacion para la coordinacién
2.1. Modalidades e instrumentos. Los convenios

El deber general impuesto a la Administracién del Estado por diversas
Leyes sectoriales de intentar la coordinacién cooperativa 26 no ofrece
gran variedad de formas o modalidades. La Ley del Fondo de Compen-
sacién Interterritorial regula la figura de los «proyectos conjuntos de

24 Sents. del Trib. Constitucional: n°. 32/1983 de 28 abril; 76/1983 de 5 agosto (LOAPA);
80/1985 de 4 junio; y 144/1985 de 25 octubre. En el momento en que estas lineas se re-
dactaron iniciaba su andadura parlamentaria el proyecto de Ley Basica de Régimen de
las Administraciones puablicas, al que més abajo nos referiremos, y que aborda la cues-
tién.

25 M4s adelante citaremos articulos concretos de las siguientes Leyes: de Protecci6n civil
de 21 enero 1985; Patrimonio Histérico-artistico de 25 junio 85; de Aguas de 2 agosto
1985; de Fomento y Coordinacién General de la Investigacién Cientifica y Técnica de 14
abril 1986; de Ordenacién de los Transportes terrestres de 30 julio 1987; de delegacién de
facultades en las Comunidades Auténomas en materia de transporte por carretera y por
cable de 30 julio 1987; de Costas de 28 julio 1988; de Conservacién de Espacios Naturales
y de la flora y de la fauna silvestres de 27 marzo 1987; de Trafico y Seguridad Vial de 2
de marzo de 1990 (texto articulado); del Deporte de 15 octubre de 1990; del Fondo de
Compensacién Interterritorial de 26 diciembre de 1990.

26 Asi por ejemplo, L. del Deporte, art. 2; o Ley Ord. Transp. Terrestres, art. 3.
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distintas Administraciones», donde teniendo la del Estado la facultad
de determinacién y seleccién —y légicamente también la ulterior su-
pervision— puede asumir la autonémica la gestién y la local la ejecu-
cién de aquél 27. Otra forma de intentar la coordinacién es por la via
del planeamiento conjunto, ejercitando cada Administracién la facul-
tad programatoria en relacién con competencias propias 28, o partici-
pando en el proceso planificador ajeno por ser llamada o invitada a co-
laborar 29.

El planeamiento territorial resulta obligatorio para todas las Adminis-
traciones, por lo que constituye en si mismo un condicionamiento im-
portante en el ejercicio por éstas de sus competencias propias, y en
ocasiones puede llegar a suponer en la practica un verdadero instru-
mento de coordinacién forzosa. Ademas, cuando las actividades publi-
cas de diferentes Administraciones se desarrollan sobre un mismo te-
rritorio la cooperaciéon (coordinacién voluntaria) resulta
especialmente recomendable, y en ocasiones imprescindible. Y dado
que tal despliegue de actividades sobre el territorio, con determina-
cién entre otros de sus aspectos temporales, se realiza a través de ins-
trumentos de planeamiento territorial (documentos de ordenacién ur-
bana y territorial), la coordinacién de los mismos servira para evitar
interferencias e inconvenientes y contribuira al logro del interés gene-
ral. Queremos destacar por su importancia la técnica de la planifica-
cién participada, donde el ente competente para preparar y aprobar el
Plan debera recabar el informe de las otras Administraciones con
competencias en el territorio para armonizar sus previsiones con las

27 Ley 29/1990, de 26 dic., art. 8.

28 Ley del Fondo, art. 6; Ley de Trafico, art. 8, donde se regula la utilizacién de «planes
de actuacién conjunta», elaborados y propuestos por el Consejo Superior y aprobados
por el Gobierno; o la coordinacién por integracién de programas cientificos de las Comu-
nidades Auténomas en el Plan Nacional de Investigacién Cientifica y Desarrollo Tecnol6-
gico, art. 6.2. c. de la Ley 14.4.86. Una forma de coordinacién a través de planes se regula
en la Ley General de Sanidad de abril de 1986, ya sea mediante la voluntaria aprobacién
por ambas Administraciones de planes conjuntos (art. 71), ya a través del Plan Integrado
de Salud (art. 74), que aunque aprobado finalmente por el Gobierno recoge en un docu-
mento Unico planes antes adoptados por cada Comunidad Auténoma en ejercicio de sus
competencias propias, si bien forzosamente ajustados a los criterios generales de coordi-
nacién establecidos como obligatorios por el Estado (art. 70): como mas adelante vere-
mos, constituye éste de la Ley General de Sanidad un buen modelo de utilizacién al tiem-
po de técnicas de coordinacién voluntaria y de coordinacién forzosa.

29 Acerca de la formacién en comiin de planes y programas, vid. MUNOZ MACHADO,
«Derecho publico...», op.cit., I, pags. 237 a 239. Nosotros queremos destacar la importan-
cia y el caracter imperativo del art. 58.2 pf.2 LRL, al establecer el deber por parte de la
Administracién que planifica de otorgar a las restantes «una participacién que permita
los intereses publicos afectados».
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del informante. Las alegaciones del informe, o las derivadas de la con-
sulta o del encuentro interadministrativo, normalmente no vincularan
al planificador; pero en ocasiones se ha establecido legalmente la obli-
gacién de intentar —incluso alcanzar— un acuerdo comun, por lo que
en tales casos no podra aprobarse el plan hasta que conjuntamente se
alcance esta voluntad comun 30,

Siendo importantes cuantos se acaban de exponer, el instrumento mas
utilizado para la cooperacion entre el Estado y las Comunidades Auté-
nomas es el convenio. Aunque no existe referencia constitucional al
mismo, y sélo un Estatuto de Autonomia lo menciona expresamente 3!,
la legislacion sectorial comienza a darles acogida 32, y en la practica de
las relaciones interadministrativas resultan cada vez mas frecuentes.
Afortunadamente la nueva Ley de Régimen Juridico de las Administra-
ciones Publicas dedica los articulos 6 y 8 a su regulacién especifica. En
los ultimos tiempos el Gobierno ha hecho aprobar a través de la Comi-
sién Delegada para la Politica Auton6émica, unas normas para regular
la forma de adopcién, que brevemente pasamos a describir 33:

a) Elaboracién y aprobacion: Normalmente disefiado en sus lineas ge-
nerales a partir de una experiencia relacional anterior (con una concre-
ta Comunidad Auténoma o con todas), la unidad administrativa pro-
motora redacta el convenio, «tendiendo a contemplar de forma
completa un area sectorial especifica y a comprender, con el mayor
grado de integracién posible, las diversas técnicas en colaboracién».
En el caso, el mas frecuente, de implicar también obligaciones finan-
cieras para la Administracién del Estado, debe asegurarse la debida co-
ordinacién con la politica de inversiones de cada Departamento en el
~ marco de las directrices del Gobierno 34.

30 vid. L. FAJARDO SPINOLA, «Coordinacién de la actividad de las diferentes Adminis-
traciones sobre la costa», comentando la Sent. TC 149/1991 de 4 de julio, en RAP n° 128,
1992, pag. 235.

31 Est. de Autonomia de Navarra, art. 65: «... celebrar convenios de cooperacién para la
gestién y prestacién de obras y servicios de interés comiin».

32 yid., entre otras, la Ley de Ord. Transp. terrestres, art. 5.2. Vid. E. ALBERTI ROVIRA,

«Los convenios entre el Estado y las Comunidades Auténomas», Anuario de Derecho
constitucional y Parlamentario, Murcia 1990, n.° 2, pags, 71 a 93.

33 Todos estos requisitos aparecen ya en las primeras regulaciones del Consejo de Minis-
tros de 13 septiembre 1984 y 18 junio 1985. La tiltima es la Res. 9 marzo 1990.

34 Lo acordado por via de convenio en absoluto puede alterar el reparto constitucional de

competencias, pues «resulta irrelevante para determinar el ordenamiento competencial en
lo material» (STC 71/83, de 29 de julio). Asi lo determina ademas el art. 8.1 LRJAP-PAC.
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La mayor parte de los convenios han sido preparados como contratos
de adhesién, con vocacién de incorporar —salvo excepciones— a todas
las Comunidades Auténomas; en tales casos de suscripcion generalizada
que incluyen compromisos financieros para la Administracién del Esta-
do, se deberan presentar como Convenio-Programa (el programa es el
soporte basico sobre el que se insertan los singulares convenios con ca-
da una de las Comunidades Auténomas). A veces, en cambio, el conve-
nio responde a la singularidad de una particular relacién de la Adminis-
tracién del Estado con una concreta Comunidad Auténoma; y en
ocasiones incluso la cobertura del convenio se reduce aiin mas, en aque-
llos casos en que se pretende regular la cooperacién en relacién con una
Unica tarea (realizacién concreta de una tnica obra publica, p.€j.), por
lo que su vigencia concluye al finalizar o culminarse aquélla 35.

El proyecto de convenio se remite a la Secretaria de Estado para las
Administraciones Territoriales, que lo informa en relacién con su ade-
cuacion a la politica gubernamental sobre cooperacién con las Comu-
nidades Auténomas; luego —con caracter previo a la firma por el Mi-
nisterio promotor, o por el Presidente o Director del organismo
auténomo correspondiente— debera ser autorizado expresamente por
la Comisién Delegada del Gobierno para Politica Autonémica. El mis-
mo procedimiento se seguird cuando se pretendan modificaciones sus-
tanciales de un convenio en vigor. Los convenios seran comunicados al
Senado, y publicados en el B.O.E. y en el Diario Oficial de la Comuni-
dad Auténoma (art. 8.2. LRJAP-PAC).

b) Contenido: La parte mas destacada de su contenido se ocupa de
las actuaciones o prestaciones publicas que se coordinan, ya sea des-
cribiéndolas expresamente 36 , ya por referencia a un plan marco ante-
rior 37 o al contenido de un informe en la materia que se acepta por

35 Entre otros muchos, Convenio entre la D.G. Obras Hidr4ulicas, la C.A. de Canarias y
dos Ayuntamientos para la construccién de una potabilizadora de agua del mar. Res.
28.5.90. La Ley 30/1992 distingue dos tipos basicos de Convenios: el de Conferencia Sec-
torial y el de colaboracién. La diferencia entre ellos no parece estar sélo en la forma de
originarse los primeros, sino tal vez también en su 4mbito territorial: los primeros podri-
an ser calificables de multilaterales, y de bilaterales los segundos.

36 Convenio Programa Andalucia-Ministerio de Trabajo, sobre prestaciones basicas en
materia de servicios sociales, Res. 25.5.88, clausula 2. A veces, la descripcién de activida-
des incluye una escala de prioridades para su ejecucién, como en la clausula 2 del Conv.
M. Sanidad C.A. Extremadura para el desarrollo de la atencién primaria a la salud, apro-
bado por Res. 17.12.87.

37 El plan marco resulté aprobado por RD anterior, como en el caso del Conv. con Cata-
lufia para la contratacién temporal de trabajadores desempleados de 27 de julio 1988, o
para el Conv. con Canarias sobre educacién compensatoria de 6 sept. 88.
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ambas partes 38, ya recogiendo en su integridad en el propio convenio
el desarrollo pormenorizado de los programas en que aquellas activi-
dades deben encajar.

A veces el convenio incluye una minuciosa normativa de autorregula-
cién convencional para la organizacién y funcionamiento de ciertos
servicios publicos, afectando en consecuencia a todo el personal y me-
dios adscritos a los mismos, «independientemente de la titularidad de
los centros donde actien o de la relacion laboral de sus miembros con
una u otra Administracién 39,

También suele incluirse en el convenio la descripcién de los mecanis-
mos o técnicas para la coordinacién que vayan a utilizarse; la determi-
nacién de los medios financieros, personales y materiales que cada Ad-
ministracién aportard; asi como su vigencia, el sistema para resolver
los conflictos y el modo de denunciarlo.

Tanto las normas dictadas con caracter general por el Gobierno, co-
mo la mayoria de los convenios, conceden gran importancia al segui-
miento de la ejecucién del acuerdo y a la evaluacién de sus resulta-
dos. Para ello se establece en la mayoria de los casos una Comisién
Mixta, de caracter bilateral 40 o multilateral 4!. Cuando se cree un 6r-
gano mixto de vigilancia y control, éste resolvera los problemas de
interpretacién y cumplimiento; en cualquier caso, los litigios que
surjan podran someterse al conocimiento del orden jurisdiccional
contencioso-administrativo, y en su caso al Tribunal Constitucional
(art. 8.3. LRJAP-PAC).

38 Conv. de asistencia sanitaria con Asturias, Res. 22.12.87.
39 Conv. cit. con Extremadura (17.12.87), clausula primera.

40 Con variacién denominaciones: Comisién Mixta, Comisién paritaria, comité de enla-
ce; a veces con funciones de planificacién de la actividad coordinadora (Conv. ICONA-
Asturias, 3 julio 1987, cldusula 4); en ocasiones se complementan con la presencia,
ademss, de diversos agentes publicos o privados (Conv. M. Educacién-Madrid, sobre
dinamizacién cultural, cldusula 5). Cuando, a partir de este seguimiento, se evidencia
el incumplimiento por una de las partes de lo convenido, el conflicto no es de facil so-
lucién. E. ALBERT ROVIRA, cit., pags. 88 a 90, admite la posibilidad de control judi-
cial sélo en ciertos casos. Vid. también A. JIMENEZ BLANCO, «Las relaciones...», cit.,
pag. 294.

41 Se establece una Comisién de seguimiento del convenio para toda Espaiia (Por ejem-
plo, Conv. Programa de prestaciones basicas en materia de servicios sociales, etc.,

25.5.88, clausula 9; o Conv. programa para situaciones de necesidad, aprobado en rela-
cién con Aragén por Res. 4 noviembre 1987, cldusula 8).
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2.2. Organizacion para la coordinacion

Como acabamos de ver, de la practica convencional en las relaciones
Estado-Comunidades Auténomas ha surgido en los tltimos afios multi-
tud de organismos y comisiones paritarias cuya finalidad principal
consiste en facilitar la coordinacién voluntaria entre ambas instancias.
Pero no sélo los convenios han creado estos instrumentos de relacién;
también la legislacion sectorial del Estado ha recurrido a esta técnica
armonizadora en los ultimos afios, reclamando la participacién de las
Comunidades Auténomas en los comités de los que la Administracién
central se ha dotado para la elaboracién de las politicas a desarrollar
en cada materia 42, y asimismo la legislacion de las Comunidades Aut6-
nomas 43,

Con caracter mas general y permanente se han establecido dos orga-
nismos para la coordinacién voluntaria: las Conferencias Sectoriales y
las Comisiones Bilaterales 44. También deberiamos mencionar a las

42 Asi, la Ley de Conservacién de Espacios Naturales y de la Flora y Fauna salvajes de 27
de marzo 1989, en su art. 36 crea la Comisién Nacional para la proteccién de la naturale-
za, donde participan Estado y Comunidades Auténomas, y que informa preceptivamente
de los proyectos de directrices para el accién protectora. O la Ley de Trafico y Seguridad
Vial, cit., que «para garantizar la coordinacién de las competencias de las diferentes Ad-
ministraciones publicas» ha creado en su art. 8 el Consejo Superior de Trafico, y una Co-
misién en cada Comunidad. Con idéntica finalidad, la Ley de Ordenamiento de los
Transportes terrestres, cit., crea la Conferencia Nacional de Transportes, y la adjunta Co-
misién de Directores Generales; o la Comisién Nacional de Proteccién Civil, y las estable-
cidas en cada Comunidad, por L. 21.1.85; y también podrian citarse las comisiones pro-
vinciales de planificacién y coordinacién de inversiones, y las regionales de calificacién,
coordinacién y seguimiento, ambas para el Plan de Empleo Rural, reguladas por Reales
Decretos de 11 de octubre 1990 y 18 de enero 1991.

43 Citaremos, entre otro muchos, sélo el caso de la Comisién de Ordenacién del territorio del
Pafs Vasco (art. 29 Ley 4/1990, de 31 marzo), donde participan todas las Administraciones pa-
ra facilitar la elaboracién y aplicacién coordinadora de los criterios de ordenacién territorial.

44 No hay atin una norma en la que apoyar la existencia y ordenar el funcionamiento de
las bilaterales (se regulan por lo establecido en el acta fundacional); pero existen y vienen
funcionando bien. En la comparecencia de 23 abril 1991 en el Congreso de los Diputa-
dos, el Ministerio para las Administraciones Publicas afirmaba que «estas Comisiones Bi-
laterales han servido como minimo para canalizar pretensiones de cada Comunidad Au-
ténoma, de una forma ordenada y razonable, para estudiarlas y, en caso, discutirlas; y
han servido para prevenir y solucionar conflictos juridicos y administrativos...» En cuan-
to a las Conferencias Sectoriales, para el Ministro «han supuesto el embrién de lo que de-
be ser el instrumento de participacién de las Comunidades Auténomas en la formacién
de la voluntad del Estado...» (Recuérdese que las Conferencias Sectoriales se crean por el
art. 4 Ley 12/83, de 14 de octubre. Sobre organizacién para la cooperacién vid. G. Fdez.
GARRERES, «El principio de colaboracién Estado-Comunidades Auténomas y su inci-
dencia orgéanica», Rev. Vasca Adm. Publica, 6/1983, pags. 213 s.s.) A las Conferencias
Sectoriales se refiere expresamente el art. 5 Pyto. Ley Rég. Jurid. Ad. Publicas, que en es-
tos momentos estudian y debaten las Cortes Generales.

760

REAL-1992, nim. 255-256. FAJARDO SPINOLA, LUIS. LA COORDINACION DE LAS ADMINISTR...



REAL-1992, nim. 255-256. FAJARDO SPINOLA, LUIS. LA COORDINACION DE LAS ADMINISTR...

LA COORDINACION DE LAS ADMINISTRACIONES PUBLICAS

Comisiones Mixtas de Transferencias Estado-Comunidades Auténo-
mas, que de hecho han elaborado y aprobado para competencias con-
cretas un sistema de coordinacién entre ambos en el subsiguiente ejer-
cicio de las transferidas y de las retenidas.

Tanto las comisiones sectoriales como las generales para la coordina-
cidén tienen en comun el caracter no vinculante (en sentido juridico) de
sus acuerdos; pero en ellas se adoptan acuerdos politicos que todos se
comprometen a aplicar en el ejercicio de sus respectivas competencias
propias, y que armonizan criterios sobre objetivos comunes, sobre rit-
mos de ejecucién, sobre prioridades o sobre modos e instrumentos de
la acci6n publica en una materia o sector de actividad. Ademas, lo
acordado en una comisién puede ser objeto de convenio (art. 5.3 del
Pyto. de Ley Reg. Jurid. Adm. publicas, citado), con lo que se transfor-
ma en juridicamente obligatorio para las Administraciones que lo sus-
cribieron. En cualquier caso, estas mesas de acuerdo, estos lugares de
encuentro, constituyen sin duda unos potentes y eficacisimos mecanis-
mos para la coordinacién.

Finalmente, queremos recordar la importancia de las facultades de co-
ordinacién que la propia Constitucién asigna al Delegado del Gobier-
no, en las relaciones de la Administracién periférica del Estado con la
de la Comunidad Auténoma respectiva. Aunque la Ley reguladora de
esta instituciéon poco mas dice al respecto (art. 6 de la Ley 17/1983, de
16 de noviembre), el Delegado del Gobierno esta facultado para tomar
la iniciativa en la puesta en marcha de cuantos mecanismos adminis-
trativos resulten adecuados para facilitar la coordinacién entre ambas
Administraciones, y est4 obligado a hacer un seguimiento constante de
esta relacion y a favorecer los procesos de encuentro.

3. Coordinacidon forzosa

Este tipo de coordinacién, que como hemos dicho resulta en nuestro
sistema excepcional y supone el final de un proceso de cooperacién
que no dio resultado, comporta una imposicién sobre el ente coordi-
nado en el ejercicio de su propia competencia, para hacer que se diri-
ja a los objetivos generales y que respete las prioridades que lo haran
converger con la actuacién de otras Administraciones. La coordina-
cién forzosa, cuando existe, se dirige pues a armonizar el resultado
de la accién administrativa del coordinado, y no a imponer el tipo de
medios para alcanzarlo. Entendemos, ademas, que siempre que se
atribuye expresamente a un ente publico la competencia para coordi-
nar nos encontramos ante una facultad ejercitable incluso contra la
voluntad o frente a la reticencia del coordinado; y no sélo ante el
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mandato de coordinarse con otros entes actuantes, pues para ello no
harfa falta tal expresa mencién. Es decir, cuando se atribuye a un ente
la competencia para coordinar se incluye también la que denominamos
coordinacién forzosa.

Para la localizacién de supuestos de coordinacién forzosa entre el Esta-
do y las Comunidades Auténomas es evidente que nos limitaremos a
los que la Constitucién o el respectivo Estatuto establezcan, pues supo-
niendo este tipo de coordinacién el eventual recorte de competencias
propias de entes dotados de autonomia constitucionalmente definida y
garantizada, cualquier otro supuesto externo al bloque de constitucio-
nalidad resultaria evidentemente anticonstitucional. Ya vimos que la
Constitucién sélo atribuye al Estado la facultad de coordinar en mate-
ria de planificacién general de la economia, investigacién cientifica y
técnica, y sanidad. Se trata de competencias exclusivas del Estado; con
la particularidad, ademas, de que suponen la existencia de competen-
cias propias de otras Administraciones en la misma materia: precisa-
mente las competencias llamadas a ser coordinadas. No debe tampoco
excluirse la posibilidad de que en ciertos casos sean las Comunidades
Auténomas las titulares de facultades de coordinacién que comprome-
tan incluso la actividad de la Administracién de] Estado, tal como ocu-
rre con la ordenacion del territorio, a la que mas abajo nos referiremos.

Centrémonos en primer lugar en el analisis de las facultades de coordi-
nacién general que la Constitucién atribuye en exclusiva al Estado 45.

45 En algunos supuestos la Constitucién atribuye al Estado junto con la facultad coordi-
nadora Ja competencia para fijar las bases del régimen juridico en la materia, aunque se-
gun reiterada jurisprudencia TC se trata de competencias distintas: STC 32/1983, de 28
abril (FJ 2); 42/1983, de 20 mayo (FJ 3) y 144/1985, 25 octubre (FJ 4). Sin embargo, a
nuestro entender tanto la regulacién de las bases como el ejercicio de la facultad coordi-
nadora producen efectos integradores de partes real o potencialmente diversas, por lo
que a primera vista no resulta tan facil su diferenciacién. Pensamos que no est4 la dife-
rencia en el soporte formal de la competencia ejercida, pues no siempre para la fijacién
de las bases se utiliza una norma (legal o reglamentaria); mientras que en algin caso la
coordinacién se alcanza mediante una disposicién de caracter general: vid., pfo. 2 del FJ
4 de la citada STC 144/85. A nuestro modo de ver la diferencia mas clara se encuentra en
que Ja competencia de dictar las bases se orienta fundamentalmente a la formaci6n del
sistema que ordena una materia determinada (aspecto estatico o sustantivo), mientras la
de coordinar se manifiesta cuando el tal sistema se pone en movimiento (aspecto dindmi-
co u objetivo) y se pretende que en su funcionamiento las diversas partes se mantengan
dentro del conjunto del mismo. Ademas, la de fijacién de bases se agota con su determi-
nacién en los niveles legal, reglamentario e incluso ejecutivo; mientras que la coordina-
cién permite intervenciones sucesivas indefinidas, siempre que la integracién de la diver-
sidad en el sistema o conjunto esté en peligro. Finalmente, las anteriores
consideraciones, y el hecho de que no siempre la competencia exclusiva del Estado para
coordinar viene acompanada de la de fijar las bases en la materia, debe conducirnos a
afirmar que para ejercer la facultad coordinadora no viene el Estado obligado previa-
mente a declarar su caracter basico.
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En primer lugar, se atribuye al Estado la competencia exclusiva para la
coordinacién de la planificacién general de la economia (149.1.13). La
adjetivacién como general de la planificacién a coordinar no debe en-
tenderse opuesta a sectorial, sino mas bien para destacar su incidencia
en el conjunto del sistema econémico nacional y en referencia al ambi-
to geografico de toda Espafia 46. «<La competencia estatal en cuanto a la
ordenacién general de la economia —se afirma por el Tribunal Consti-
tucional en el FJ 2 de la Sentencia 186/1988— responde al principio de
unidad econémica y abarca la definicién de las lineas de actuacién ten-
dentes a alcanzar los objetivos de politica econémica global o sectorial
fijados por la propia Constitucién, asi como la adopcién de las medidas
precisas para garantizar la realizacién de los mismos. La necesaria co-
herencia de la politica econémica exige decisiones unitarias que asegu-
ren un tratamiento uniforme de determinados problemas en orden a la
consecucién de dichos objetivos y evite que, dada la estrecha interde-
pendencia de las actuaciones llevadas a cabo en las distintas partes del
territorio, se produzcan resultados disfuncionales y disgregadores».

Una ya abundante jurisprudencia del citado Tribunal viene dando
amparo a normas juridicas relativas a diferentes campos de accién
publica donde se atribuye al Estado la facultad de coordinar la plani-
ficacién en la materia 47. La coordinacién consistira en la «fijacién
de medios y sistemas de relacién que hagan posible la informacién

46 Como sefiala GARCIA DE ENTERRIA, en la préctica totalidad de los sistemas federa-
les la competencia planificadora que afecta a la estabilidad (indice de inflacién, tasa de
desempleo, etc.) o a la redistribucién se considera siempre de la competencia propia del
Estado central («Distribucién de las competencias econémicas entre el poder central y
las autonomias territoriales en el Derecho comparado y en la Constitucién espanola. Es-
tudio preliminar», Madrid, 1980, pag. 23); y de esta manera se podré garantizar «la uni-
dad del espacio econémico nacional y los resortes de politica econémica que la protegen
y cuidan de su desarrollo homogéneo y ademas solidario» (pag. 22). Sin duda ésta es la
generalidad que se predica de la planificacién coordinable por el Estado, por lo que tam-
bién incluir4 los supuestos sectoriales cuando se manifieste esta relacién con el conjunto
del sistema econémico nacional. Asi lo ha entendido también la jurisprudencia del TC en
varias resoluciones que citamos enseguida.

47 Agricultura de montafia (STC 144/1985, de 25 oct.); ayudas a jévenes agricultores
(STC 95/1986, 10 julio); ayudas al turismo (STC 88/1987, 2 junio); proteccién de la vid
(STC 186/1988, 17 oct.); ayudas y subvenciones en agricultura y ganaderia (STC
201/1988, 27 oct.); recursos hidraulicos (STC 227/1988, 29 NOV.); o cultivos marinos
(STC 103/1989, 8 junio, especialmente FJ 9). Otro caso de sector de la economia sobre el
que puede el Estado ejercitar facultades de coordinacién de la planificacién autonémica
es en el relativo al transporte por carretera y cable, bien que aqui no a partir del art.
149.1.13 CE, sino por tratarse de competencia estatal exclusiva delegada en Comunida-
des Auténomas; aqui la Administracién del Estado puede dictar «reglas de coordinacién»
a las cuales quedar4 sujeto el ejercicio de las facultades delegadas (art. 16 LO 5/1987, de
30 julio), de tal manera que en caso de incumplimiento podra revocarse la delegacién o
suspenderse el acto o acuerdo de la Comunidad contrario a aquéllas reglas.
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reciproca, la homogeneidad técnica en determinados aspectos y la ac-
cién conjunta» (STC 144/1985) de quienes ostentan la facultad de pla-
nificar la economia de cada materia. La medida coordinadora podr4
contenerse a su vez en un documento de planificacién general que «es-
tablezca lineas de actuacién» (STC 186/1988) sin agotar toda la capaci-
dad planificadora en la materia (STC 227/1988); o bien consistir en un
acto previo a la planificacién misma, que —por ejemplo— se limite a
sefialar el ambito material o geografico de ejercicio por las Comunida-
des Auténomas de sus facultades planificadoras (STC 144/1985). En
cualquier caso, esta competencia estatal de coordinacién general «re-
sultara excedida, con la consiguiente invasién competencial, si la espe-
cificacién (del destino de las subvenciones) se realiza en tal grado de
concrecidn y detalle que, no siendo imprescindible para asegurar el ob-
jetivo de la planificacién, se priva a las Comunidades Auténomas de to-
do margen para desarrollar... una politica propia» (STC 201/1988). El
procedimiento coordinador normalmente favorecera la participacion
de las Comunidades Aut6nomas mediante informes o actos previos
(STC 144/1985, FJ 5); pero evidentemente ante el incumplimiento de la
directriz coordinadora (sea cual fuere la forma que ésta hubiese adop-
tado) por la parte autonémica, el Estado podra imponer su criterio por
la fuerza. La diferente naturaleza del acto autonémico de planificacién
indisciplinado (Ley territorial, reglamento, medida ejecutiva), o la inac-
tividad planificadora en su caso, comportaran caminos también dife-
rentes por parte del Estado para su reconduccién al sistema unitario
(los mas practicables del articulo 153 CE, o el més drastico del articulo
155). La dureza de este final conducira evidentemente a intentar pre-
viamente la coordinacién por la via de la voluntaria cooperacién, o por
la aplicacién de técnicas intermedias como la de establecer mecanis-
mos que dificulten la planificacién discrepante y alienten (incentivos)
la concordante 48.

Hasta aqui nos hemos referido a la planificacién sectorial de la eco-
nomia; todo lo dicho, evidentemente, resulta aplicable a la hipétesis
de una ordenacién mas universal de la economia. La propia Constitu-
cién, en el articulo 131, contempla esta posibilidad, ain no aplicada.
Lo que si se da, en cambio, es la planificacién para el desarrollo eco-
némico dentro del marco establecido por la politica regional de la
CEE, a través de diversos instrumentos de programacion territorial
coordinados e integrados en el ambito mas amplio del conjunto

48 Uno de estos sistemnas intermedios se encuentra en la vigente Ley de Costas, tal como
la interpreta la STC 149/1991, a la que hemos dedicado un comentario en otro lugar. Vid.
FAJARDO SPINOLA, «Coordinacién de la actividad de las diferentes Administraciones
sobre la costa», REDA, 1992.
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espafiol por el Gobierno de la Nacién 49. A nuestro modo de ver, las fa-
cultades gubernamentales en este supuesto se basan fundamentalmen-
te en el citado articulo 149.1.13 CE. Finalmente, medidas no sectoriali-
zadas de caracter horizontal adoptadas a iniciativa del Gobierno a
través de los Presupuestos Generales del Estado de cada aiio, o de deci-
siones del Ministerio de Hacienda o del Banco de Espaiia, para contro-
lar la evolucién de las grandes magnitudes econémicas (inflacién, tasa
de desempleo, politica monetaria, etc.) podrian considerarse como ins-
trumentos de coordinacién utilizados al servicio de la unidad del siste-
ma econdémico y amparables en la competencia exclusiva tan comenta-
da del articulo 149.1.13 CE. También aqui nos encontramos ante
supuestos de coordinacién forzosa.

Otro supuesto de atribucién constitucional al Estado de la compe-
tencia exclusiva para coordinar a los entes territoriales referido a la
investigacién cientifica y técnica. La Ley 13/1986 de Fomento y Co-
ordinacién de la Investigacién Cientifica y Técnica establece unos
mecanismos de coordinacién, en desarrollo del citado articulo cons-
titucional, que funcionan sobre la base de la libre adhesién de las
Comunidades Auténomas al sistema estatal de conjunto. El instru-
mento principal de coordinacién por parte del Estado es el Plan Na-
cional de Investigacién Cientifica y Técnica (art. 1). Las Comunida-
des Auténomas pueden solicitar la incorporacién al mismo de sus
programas propios (art. 6.2.c.), y s6lo entonces se someteran a la ac-
cién planificadora y coordinadora de la Comisién para la Investiga-
cion Cientifica y Técnica (art. 7). Existe, ademds, un 6rgano de en-
cuentro Estado-Comunidades Auténomas para facilitar la
coordinacién forzosa, y ello se explica por la naturaleza de la activi-
dad de que se trata (donde la libertad de orientacién es fundamen-
tal); pero aunque de libre adhesién, el cuadro de objetivos basicos y
directrices de investigacién fijados por la Administracién del Estado

49 Ya el Programa Econémico a Medio Plazo 1984-87, ante la realidad de una iniciati-
va planificadora descentralizada, urgfa al establecimiento de algin sistema de coordi-
nacién de los programas de desarrollo regional. La integracién de Espana en la CEE, y
la consiguiente aplicacién en nuestro pafs de los fondos Estructurales, aceleré la exi-
gencia de contar con un planeamiento nacional y regional «ad hoc». Actualmente re-
sultan de aplicacién los Reglamentos comunitarios niimeros 2052/88, 4253/88 y
4254/88, del Consejo, que disefian un sistema basado en Planes de Desarrollo Regional
(PDR) coordinados e integrados en el Plan de Desarrollo Regional de Espana 1989-
1993 (vid. pag. 227, Edic. marzo 1989, Secret. de Estado de Hacienda). En relacién con
la coordinacién de estos PDR, vid. HERNANDEZ ARMENTEROS y otros, «Una valora-
cién de la coordinacién y coherencia de los objetivos de los PDR», Rev. Est. Territoria-
les, sept.-dic. 1987, pags. 121-138; y CAPDEVILA SALVA, «La planificacién y el sector
publico. Su articulacién a nivel estatal, autonémico y local», Rev. Hacienda Aut. y Lo-
cal, mayo-agosto 85, pags. 217-280.

765

REAL-1992, nim. 255-256. FAJARDO SPINOLA, LUIS. LA COORDINACION DE LAS ADMINISTR...



REAL-1992, nim. 255-256. FAJARDO SPINOLA, LUIS. LA COORDINACION DE LAS ADMINISTR...

REALA 255-256 (JULIO-DICIEMBRE, 1992)

de hecho vincula la actividad desplegada por las Comunidades Auté-
nomas en la materia 50,

El tercer supuesto de atribucién de competencia exclusiva al Estado
para coordinar (149.1.16) se refiere a la sanidad: «bases y coordinacién
general de la sanidad». La Ley General de Sanidad de abril de 1986 tie-
ne casi toda ella la condicién de norma bésica, y —ademas— dedica
amplio tratamiento al sistema de coordinacién general en la materia.
Aquf nos ocuparemos solamente de aquella calificable como forzosa.

Para alcanzar la coordinacién de las actuaciones de las Comunidades
Auténomas entre si y con el Estado en materia sanitaria éste sujetara el
contenido de los planes autonémicos mediante un mecanismo legal-
mente establecido y que se desarrolla en dos fases:

a) En la primera el Estado fijara unos criterios generales de coordina-
cién, a los que el planeamiento sanitario autonémico habra de ajustar-
se. Tales criterios contendran objetivos, prioridades y estandares de ca-
lidad relativos a aspectos organicos, funcionales y de personal del
sisterna sanitario, pero sobre todo concernientes a las caracteristicas y
condiciones del servicio que el ciudadanos recibira (art. 40, 43.2 y 70).
La Administracién del Estado comprobara la adecuacion de los Planes
de Salud de las Comunidades Auténomas a estos criterios generales de
coordinacién; en caso de contradiccién entre Planes y criterios adverti-
ra de ello a la Comunidad Auténoma correspondiente (art. 43.4), y si
asi y todo persiste la situacién de incumplimiento por parte de ésta, «el
gobierno —de acuerdo con lo establecido en la Constitucién— requeri-
ra formalmente al 6rgano competente de la Comunidad Auténoma pa-
ra que adopte las medidas precisas» (art. 43.5). Nos encontramos, pues,
ante un caso tipico de coordinacién forzosa.

b) En una segunda fase, sin embargo, este mecanismo de coordina-
cién forzosa se. combina con elementos de voluntaria cooperacién, al
facilitar la incorporacién al Plan Integrado de los Planes Sanitarios de
las Comunidades Auténomas. Estos deberan acomodarse en cuanto a
grandes objetivos y prioridades al marco coordinador fijado por el Es-
tado, pero por lo demas contendran los elementos de una politica sani-
taria libre y auténomamente elaborada por cada Comunidad 5!.

50 vid. por ejemplo el Programa sectorial de investigacién y desarrollo agrario y alimen-
tario: objetivos basicos y directrices generales de investigacién, aprobado por OM 19
Sept. 1988, e incorporado al Plan Nacional de Investigacién.

5! La incorporacién de los planes nacionales y autonémicos al Plan integrado produce,

a tenor de lo dispuesto en el art. 76.2 de la Ley de Sanidad, «la obligacién correlativa
de incluir en los presupuestos de los afios sucesivos las previsiones necesarias para su
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La Ley de Sanidad abre ademas la posibilidad de que el Estado, para
ejercitar sus facultades de coordinacion general fije otros medios y sis-
temas de relacion (no determinados), que al facilitar la informacién re-
ciproca, la homogeneidad técnica o la accién conjunta, produzcan el
tan buscado efecto coordinador. A cualquier «medio o sistema de rela-
cién» podra acudir el Estado, siempre que no llegue a limitar innecesa-
riamente e inmoderadamente la competencia propia de la Comunidad
Auténoma 52,

Por lo que hemos visto, el sistema de coordinacién forzosa de la Ley Ge-
neral de Sanidad, combinado con ciertos ingredientes de cooperacién,
constituye el modelo mas completo y desarrollado en nuestro Derecho
vigente; como mas adelante veremos, sus elementos basicos podrian ser-
vir para construir un sistema general aplicable —con la flexibilidad que
cada caso requiere— a los diferentes campos de accién publica.

Por lo demas, otras Leyes sectoriales también regulan supuestos de co-
ordinacién forzosa por el Estado de la actividad de las Comunidades
Auténomas; asi, en materia de proteccién civil 53, de trafico y circula-
cién 54, de seguridad publica 55, de proteccion de espacios naturales 58,
o de transportes terrestres 57.

financiacién, sin perjuicio de las adaptaciones que requiera la coyuntura presupuestaria».
Tan sorprendente disposicién sélo puede justificarse si se limita a una pura recomenda-
cién para el futuro redactor del proyecto de presupuesto; pues no cabe pensar que un Plan
aprobado por el Gobierno vincule a las Cortes Generales o al Parlamento de cada Comuni-
dad. Vana pretensién. Vid., para la cuestién de la relacién entre previsiones plurianuales y
técnica presupuestaria, pero manifestandose contrario a la vinculacién, J. ANTON PE-
REZ, «Ley del Plan y Ley de Presupuestos», Rev. Hac. publica esp., nimero 11.

52 El texto de la Ley General de Sanidad se inspira —incluso siguiéndolo literalmente—
en el FJ 2 de la STC 32/1983, de 28 abril, que se refiere a la competencia para la coordi-
nacién general de la sanidad del art. 149.1.16 CE.

53 La Ley de 21 de enero de 1985 otorga al Gobierno facultades coordinadoras sobre las
Comunidades Auténomas, a las que puede requerir para que cumplan las obligaciones
correspondientes (art.16).

54 Coordinacién a través de directrices basicas y esenciales para la formacién y actua-
cién de los agentes de la autoridad en materia de tréifico y seguridad, tanto de Comunida-
des Auténomas como de Corporaciones locales, segun art. 8 RDL 2.3.90, niimero
339/1990, que aprueba el Texto articulado de la Ley de Trafico, Circulacién de vehiculos
de motor y Seguridad vial.

55 Asi se deriva de los propios Estatutos de Autonomia de aquellas Comunidades Auténo-
mas donde existiera policia autonémica, a través de las Juntas de Seguridad.

56 Coordinacién forzosa a través de directrices aprobadas por el Gobierno de la Nacién
(criterios y normas generales de caracter basico que regulan la gestién y uso de los recursos
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Finalmente, queremos referirnos a unos supuestos bien diferentes de
coordinacién forzosa, tendentes a garantizar que las distintas Adminis-
traciones que operan sobre el territorio se sometan al conjunto en lo
tocante a la localizacién fisica de sus actuaciones. Sin duda alguna la
funcién publica que mas claramente est4 dirigida a coordinar a las Ad-
ministraciones que actiian sobre un mismo lugar es la ordenacién del
territorio. Debe precisarse, sin embargo, que la ordenacién del territo-
rio puede lograr la coordinacién de la actividad administrativa de
aquéllas sélo respecto de su incidencia territorial (es decir, del «d6n-
de», o del «qué en relacién con el dénde»: usos por zonas); pero la or-
denacién del territorio no integra la funcién coordinadora respecto de
los objetivos, ni de las prioridades, ni de los ritmos de ejecucién aplica-
bles por Administracion distinta de la que ordena el territorio. Todas
las Comunidades Auténomas tienen competencia exclusiva en la mate-
ria 58, y muchas de ellas han establecido ya mecanismos de coordina-
cién de otras Administraciones (también de la estatal) en el referente
territorial de su actividad, por lo que consideramos interesante hacer
una exposicién sistematica de los aspectos de tal legislacién auton6mi-
ca mas referidos al presente estudio.

Todas las Comunidades Auténomas que han legislado en la materia se
reservan como propia y no compartida la competencia para determinar
«el marco de referencia territorial para la formulacién, desarrollo y apli-
cacién de las politicas sectoriales de las distintas Administraciones» 59,

naturales), a las cuales se someteran los PORN autonémicos (art. 8 Ley Conservacién Es-
pacios Naturales, cit.).

57 El Gobierno de la Nacién fija «objetivos de la politica general de transportes... para
asegurar su coordinacién» o para garantizar las necesidades de la defensa nacional y de
la proteccién civil (art. 6, 29, 30 y 31 de la Ley 16/1987 de 30 de julio, de Ordenacién de
los Transportes Terrestres).

58 Estatutos de Autonomia de Euskadi (art. 10.31); Catalufia (art. 9.9); Galicia (art. 27.3);
Andalucia (art. 13.8); Navarra (art.44.1); Valencia (art. 31.9); Canarias (art.29.11); Astu-
rias (art. 10.1.b); Cantabria (art.22.3); La Rioja (art.1.8); Murcia (art.10.1.b); Aragén
(art.35.1.3); Castilla-La Mancha (art.31.1.b); Extremadura (art.7.1.2); Baleares (art.10.3);
Madrid (art.26.3); y Castilla-Le6n (art.26.1.2).

59 Valencia: Ley 6/1989, de 7 julio, art. 4.10; Pais Vasco, L. 4/1990, de 31 mayo, art. 5.b.;
Asturias: L.1/1987, de 30 marzo, de coordinacién y ordenacién territorial, art. 10.1.14 y
6.2.c.; Baleares, L. de 1 abril 1987, art.6, 10, 11 d, 13 y 23; ley Urbanistica de Catalufa, de
12 julio 1990, o la Ley para la Conurbacién de Barcelona, de 4.4.87, art. 6. Normalmente
estas Leyes regulan una interesante figura de planes sectoriales que cumplen la doble
funcién de fijar el marco para la actuacién sobre el territorio y de establecer objetivos y
prioridades en cada materia o sector de accién publica, aproximandose mucho a los pla-
nes que segun el art. 59 LRL habra que formar para el ejercicio de las facultades de coor-
dinacién sobre las Corporaciones locales. Perfectamente podran utilizarse también para
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El instrumento, para alcanzar la coordinacién resulta obligatorio para
todas las Administraciones actuantes. Eso significa que en caso de con-
flicto entre la proyeccién territorial de los planes de actividad de cual-
quier Administracién y las previsiones de los instrumentos autonémi-
cos de ordenacién del territorio, prevaleceran éstos, y aquéllos deberan
ser modificados o retenidos. Sin embargo, cuando se trata de acciones
de la Administracién del Estado en el ejercicio de competencias exclu-
sivas y se den los supuestos de urgencia y excepcional interés publico,
el conflicto lo resuelve el Consejo de Ministros 60. De no ser asi, la fa-
cultad de coordinacién forzosa podra ser ejercida por la Comunidad
Auténoma también respecto del Estado.

V. HACIA UN MODELO INTEGRADO DE COORDINACION
1. Imtroduccién

Como se habra comprobado a través de las paginas precedentes,
nuestro ordenamiento juridico ofrece ya un sistema normativo bas-
tante completo para regular la coordinacién interadministrativa. Sin
embargo, su grado de aplicacion es todavia insuficiente, posiblemen-
te a causa de la heterogeneidad de las técnicas de coordinacién, su
dispersién y —sobre todo— por la ausencia de modelos integrados
que ademas gocen de amplio respaldo entre los agentes politico-ad-
ministrativo llamados a aplicarlos. Es por ello por lo que, antes de fi-
nalizar el presente estudio, nos ha parecido conveniente —casi obli-
gatorio— formular las lineas generales de un modelo integrado, a
pesar incluso de que seamos conscientes del riesgo que se corre con
este tipo de tentativas. Sirve a este propésito también el describir los
elementos de tal modelo integrado de coordinacién recogidos en el

este fin, ya que —ademés— intentan limitarse a determinar un marco de actuacién sin
atentar a la propia autonomia local: art. 19 y 25 L. 7/1990 de Cantabria (planes directores
sectoriales); art. 14 y 18 Ley 10/84 de Madrid (programas coordinados); art. 23 Ley
8/1987 de Baleares (planes directores sectoriales); art. 4.10, 12 y 15 de la L. 6/1989 de Va-
lencia (planes de accién territorial de caricter sectorial); art. 29 y 30 de la Ley 1/87, de
Asturias (directrices sectoriales).

60 Las directrices de ordenacién del territorio resultan normalmente obligatorias para to-
das las Administraciones actuantes, para coordinar sus politicas sectoriales sobre el terri-
torio y establecer mecanismos para resolver los conflictos que surjan: Asturias, Ley 1/87,
art. 6.2.c. y 7 h.; Pais Vasco, Ley 4/1990, art. 8: o Baleares, L.8/1987, art. 13.1.b. En oca-
siones el carécter vinculante de las directrices admite grados o modos de sujecién dife-
rentes, pues a veces propondran una férmula obligatoria excluyente de cualquier otra, y
otras veces abriran la posibilidad de elegir entre dos 0 mas modalidades de cumplimien-
to contenidas en las propias directrices, o se limitaran a dar pautas generales orientativas
complementables por la Administracién actuantes: art. 10y 17 Ley 1/87 de Asturias.
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Acuerdo Autonémico de 1992, asi como en la Ley Bdasica de Régimen
de las Administraciones publicas.

El modelo que proponemos tiene caracter general, incluyendo a todas
las Administraciones y para cualquier sector de actividad publica. Para
su aplicacién a cada materia se deberia seguir, luego, un proceso de
ajuste a cada una de ellas, conforme a una metodologia muy similar a
la siguiente:

a) Analisis del reparto de competencias de las diferentes Admi-
nistraciones publicas en la materia, y determinacién de en
qué fase de la actuacién administrativa en el concreto sector
analizado (anteproyecto, plan o programa, ejecucién, control,
correccion de errores) aparece con mas claridad la participa-
ci6én de las diferentes Administraciones.

b) Analisis y diagnoéstico de los supuestos mas frecuentes de des-
coordinacién, sus causas y sus efectos, en la materia en cues-
tién.

¢) Elaboracién para cada materia (tal vez en las respectivas Con-
ferencias Sectoriales) de un sistema integrado de coordina-
cién que afecte a todas las Administraciones puablicas.

d) Seguidamente, control e impulso del susodicho modelo.

A continuacién pasamos a exponer ese modelo integrado general de co-
ordinacién; si bien abordaremos su explicacién por separado (primero
lo relativo a Corporaciones locales y luego a Comunidades Auténo-
mas), es s6lo para mejor corresponderse con la precedente sistematica,
pero tiene el conjunto vocacién de aplicacién integrada.

2. Coordinacién de la actividad de las Corporaciones locales con
la de otras Administraciones: un modelo integrado

Nos hemos planteado la conveniencia de ofrecer un modelo de aplica-
cién conjuntada y operativa de todo el sistema, que ordene consecuti-
vamente y enlace debidamente la primera fase de actuacién cooperati-
va voluntaria y la segunda de coordinacién condicionada. Asimismo,
pretendemos ofrecer una solucién al problema de la armonizacién en-
tre los diferentes planes o programas territoriales (de cada entidad con
las demads), y entre éstos y los de naturaleza sectorial. A la exposicion
de este modelo dedicaremos las préximas paginas.
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2.1.  Un sistema integrado de coordinacion sectorial

La coordinacién condicionada, no proveniente de la libre cooperacion,
se alcanza por la via establecida en el articulo 59 de la Ley; a esta ulti-
ma fase del proceso coordinador nos hemos referido mas atras. Pero
queremos recordar también aqui que legalmente se exige en tal supues-
to la elaboracién previa de un Plan sectorial donde se formulen los ob-
jetivos de la accién publica en la materia y se determinen las priorida-
des al abordar su consecucién. Pues bien, este Plan debe de estar
elaborado y aprobado previamente a que se produzcan los excepciona-
les supuestos de hecho que ponen en marcha este tipo de accién coor-
dinadora, por lo que nos hemos planteado la conveniencia de que tal
instrumento planificador pueda —ademas— cumplir también funcio-
nes coordinadoras en la fase previa de la libre cooperacién. El sistema
contara, pues, desde el principio, con unos objetivos y prioridades —a
los que venimos denominando instrucciones generales para la coordi-
nacién sectorial— que determinaran la orientacién basica de las accio-
nes desarrolladas cooperativamente, e incluso de las emprendidas por
una sola Administracién aisladamente.

Una vez que se define, concretamente y en relacién con una materia,
servicio o competencia determinados, los intereses generales o comu-
nitarios, el ambito del Plan queda fijado. Llegado el caso, ese sera el
campo de juego de la coordinacién forzosa, mediante la sujecién de
la actividad local a las instrucciones generales para tal materia o sec-
tor establecidos por el Plan; pero —entretanto— la actividad local po-
dra guiarse por estos faros indicadores para libremente converger en
los objetivos deseables. Cuestién importante, por cierto, resulta aho-
ra el plantearnos cémo se pone en marcha el sistema antes de que las
correspondientes Leyes sectoriales resulten aprobadas, en este perio-
do por cierto tan importante para someter la actividad del Estado a
unas pautas de comportamiento acompasadas a las de los demés Es-
tados miembros de la Comunidad Econémica Europea. El problema
es serio, porque el requisito formal de la Ley sectorial previa consti-
tuye una garantia frente a posibles abusos en nombre del principio
de coordinacién, y —en consecuencia— cualquier Corporacién local
puede resistirse legitimamente a que se le impongan condiciona-
mientos a su accién si no se ha seguido el procedimiento legalmente
establecido. Es claro que la coordinacién forzosa no podra funcionar
hasta tanto no se den todos estos requisitos legales; sin embargo,
pensamos que ello no debe constituir impedimento para que ya des-
de ahora se ponga en marcha el sistema que proponemos, y se redac-
ten los Planes sectoriales de coordinacién tal como enseguida expli-
caremos.
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2.2. El Plan Sectorial de Cooperacién

En la elaboracién del Plan Sectorial de Coordinacién debe seguirse un
procedimiento lo mas participativo posible; precisamente el éxito del
funcionamiento del sistema cooperativo que sobre él se montara esta
en que todos estén desde el principio en el negocio. Mas arriba se pro-
puso un modelo de participacién en la programacién, que aqui resulta
valido. Debe entenderse que el titular de la facultad de aprobar el Plan
es solamente el Gobierno de la Nacién o el Consejo de Gobierno de la
Comunidad Auténoma, segun los casos; pero que previamente al acto
final de aprobacién formal se desarrollara un proceso de elaboracién
en el que las demas Administraciones publicas presenten en el territo-
rio intervengan en las distintas fases del mismo.

El PSC podria contener los siguientes epigrafes o apartados:
A) Instrucciones Generales para la Coordinacién.
B) Recomendaciones.

C) Directrices para el ejercicio de las competencias delegadas a
las Administraciones locales.

D) Médulos de funcionamiento y financiacién, y niveles de rendi-
miento minimo en la gestién de servicios comunitarios enco-
mendada a las Diputaciones provinciales o Cabildos insulares.

E) Oferta de Cooperacién.

F) Condiciones y limites de la coordinacién forzosa.

G) Relacién de actividades de las diferentes Administraciones
publicas.

H) Organizacién para la cooperacién.

A continuacién pasamos a describir cada uno de estos apartados:

A) Instrucciones Generales para la Coordinacién
Sefialada por la Ley sectorial la materia, servicio o competencia res-
pecto de la cual se otorgan facultades de coordinacién, procedera

que el coordinador determine los intereses generales o comunitarios
mediante el establecimiento de unos objetivos y prioridades, a los
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que hemos convenido en denominar Instrucciones Generales para la
coordinacion.

B) Recomendaciones

Todo el contenido orientador y directivo del Plan no est4 llamado a
imponerse por la via del articulo 59 LRBRL; caben otras determina-
ciones de naturaleza diferente a las Instrucciones Generales para la
coordinacién, también con capacidad orientadora, complementa- -
rias de las Instrucciones, pero sin la fuerza vinculante que aquéllas
pueden llegar a alcanzar si falla todo el proceso previo de libre coo-
peracién. De hecho, en toda la primera parte, que normalmente de-
bera ser la tinica, del proceso coordinador, las Instrucciones tam-
bién jugarian como recomendaciones, adquiriendo sélo su caracter
condicionante en el supuesto extremo y excepcional del articulo 59
de la Ley.

Debera, pues, incluirse en el Plan un cuadro de recomendaciones di-
rigidas a la actividad de todas las Administraciones publicas sobre el
territorio, ya sea que decidan en cada caso actuar cooperativamente,
ya sea —incluso— que opten por ejercitar su competencia por si so-
las. Estas recomendaciones son auténticos puentes tendidos a la ac-
tuacién solidaria y leal, son seductoras invitaciones a la coopera-
cién. Se puede resistir una imposicién, pero resulta muy dificil
rechazar siempre la recomendacién para la actuacién armdnica.
¢Quién se atreve a colocarse siempre frente a la mayoria, a situarse
siempre al margen de la sensatez y la racionalidad que representa la
cooperacién?

Poco mas hay que decir acerca del contenido de las recomendaciones:
podran referirse a la forma en que las competencias propias deban ser
ejercidas, o a los ritmos en su ejercicio, o a la determinacién de objeti-
vos y prioridades complementarias de los incluidos en las Instruccio-
nes Generales para la coordinacién. Precisamente su utilidad procede
de su versatilidad y de su flexibilidad.

Finalmente, debemos sefialar que la inclusién de recomendaciones en
el PSC no debe detenerse con su aprobacién inicial, pues a lo largo de
su aplicacién podra recomendar la introduccién de retoques o peque-
fias modificaciones en los mismos, o la inclusién de recomendaciones
nuevas. Lo tnico que debe de permanecer inalterable, para evitar inse-
guridad, pérdida de ritmo y cambios de orientacién en las Administra-
ciones locales, son las Instrucciones Generales; las recomendaciones, si
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bien se tendera a lograr la mayor estabilidad posible, pueden ser modi-
ficadas o completadas sucesivamente.

C) Directrices para el ejercicio de las competencias delegadas a las
Administraciones locales

El PSC debe ser el soporte de estas directrices, a las que se refiere el ar-
ticulo 5 de la Ley del Proceso Autonémico, y mas precisamente los arti-
culos 27.2 y 37.1 LRBRL.

D) Mbédulos de funcionamiento y financiacién, y niveles de rendi-
miento minimo en la gestién de servicios comunitarios encomendada a
las Diputaciones o Cabildos.

Puesto que la encomienda o encargo de gestién es también por mate-
rias o sectores, cabe perfectamente su ubicacién en el Plan Sectorial,
con lo que aumenta su capacidad informativa del conjunto de relacio-
nes interadministrativas en la materia. Como es bien sabido esta técni-
ca, regulada en el articulo 6 de la LPA, tampoco puede ir en perjuicio
de los servicios de la entidad local.

E) Oferta de Cooperacién

Aunque como hemos dicho todo el Plan constituye una invitacién a la
cooperacién, sin embargo resultaria muy util establecer un cuadro o
esquema comprensivo de la oferta de cooperacién que a todas las Ad-
ministraciones publicas sobre el territorio se dirige. En él podran in-
cluirse concretos proyectos a desarrollar a través de algunas de las di-
versas modalidades de cooperacién (que luego estudiaremos),
incentivos econémico-financieros para fomentar la convergencia, y los
distintos instrumentos y procedimientos cooperativos que se decida
utilizar. No se trata de una relacién de lo ya convenido para la coopera-
cién, sino un planteamiento de las opciones de cooperacién —»a la car-
ta»— que se ofrecen, sefialando las técnicas y modalidades que para ca-
da caso mas convenga elegir.

F) Condiciones y limites de la coordinacién
La propia Ley sectorial, a tenor de lo dispuesto por el articulo 59.2, de-
beria precisar, con el suficiente grado de detalle, las condiciones y limi-

tes de la coordinacién, asi como las modalidades sobre el modo de ejer-
cicio de la facultad de coordinacién.
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G) Relacién de actividades de las diferentes Administraciones

Igualmente se incluira en el Plan un listado de las actividades progra-
madas por las distintas entidades publicas sobre el territorio. Se pre-
tende con ello ofrecer un panorama general de toda la actuacién publi-
ca en la materia, con independencia de la forma en que se ejecute, e
incluyendo por tanto también la actividad local a realizar por una Cor-
poracién publica fuera de todo programa de cooperacién. Se trata,
pues, de reflejar toda la actividad publica en un tnico documento, ya
que esto permite detectar duplicidades y contradicciones, ayudando a
su vez a la coordinacién general en el sector.

Se anotarian en esta relacién los programas y proyectos ya decididos,
con descripcién de las obras o servicios que comporte, asi como refe-
rencia a la previsién de fecha de finalizacién, modalidades de ejecucion
y determinacién del modo de financiacién. La inclusion de un progra-
ma O un proyecto en ningtn caso supone un compromiso de la Admi-
nistraciéon o Administraciones que se proponen desarrollarla, pues su
finalidad es meramente informativa y para facilitar la coordinacién.
Por otro lado, se trata de una relacién abierta, que aunque tiene voca-
cién de incluirlo todo desde un principio, no queda cerrada a la acepta-
cién de nuevas anotaciones.

3. Coordinacién de Comunidades Auténomas y Estado: un mo-
delo integrado

También aqui el sistema debe basarse en planes sectoriales, a los que
denominaremos —con la terminologia de la Ley General de Sanidad—
Planes Integrales.

El Plan Integral seria aprobado por el Gobierno de la Nacién; pero a lo
largo del proceso de su elaboracion participarian activamente las dife-
rentes Administraciones (especialmente las Comunidades Auténomas,
pues las Corporaciones locales de hecho sélo podrian hacerlo a través
de su Federacién nacional).

Dos tipos bien diferenciados de Planes Integrales: aquellos correspon-
dientes a materias respecto de las cuales el Estado ostenta competencia
coordinadora (149.1.CE), y aquellos otros en que la competencia secto-
rial del Estado es compartida o concurrente respecto de la de las Co-
munidades Auténomas; en los demas supuestos, donde el Estado care-
ce d. <oinpetencia alguna, no cabré intentar por su parte acciones de
coordinacién, salvo que éstas sean solicitadas expresamente por todas
las Comunidades Auténomas en atencién a su necesidad (por ejemplo
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a partir de Conferencias Sectoriales en las que los participantes con-
vengan en establecer un sistema coordinado para todo el territorio na-
cional).

En el primer caso, el Plan Integrado contendra una parte obligatoria
para Comunidades Auténomas (149.1 CE) y Corporaciones locales (59
LRL), consistente en objetivos y prioridades; aqui también cabra rela-
cionar los Convenios de Conferencia Sectorial o de Cooperacién suscri-
tos en la materia, que también tienen caracter obligatorio. El Plan Inte-
grado podra, ademas, incorporar un conjunto de instrumentos de
programacién similar al que proponiamos mas atras para los PSC
(apartado 2.2 de este mismo capitulo).

En el segundo caso, cuando el Estado sélo ostenta competencias com-
partidas pero no la exclusiva de coordinar, podra asi y todo incluirse
un contenido obligatorio (directrices: objetivos y prioridades) para
vincular a las Corporaciones locales (59 LRL). Por lo demas, su conte-
nido se completara de igual forma que en el apartado anterior, pu-
diendo incluir ademas planes conjuntos, acciones comunes y proyec-
tos cofinanciados.
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